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El Senador señor Martín Villa, en nombre de la 
Comisión. hace la presentación del dictamen. 

A continuación y en turno de Portavoces, inter- 
vienen los señores Unzueta Uzcanga (Grupo 
de Senadores Vascos), Portabella Rafols (Gru- 
po Parlamentario Mixto), Nadrrl Company 
(Grupo Catalunya, Democracia y Sacialisme), 
Cabrera Bazán (Grupo Sociaiista Andaluz), 
Laborda Martin (Grupo Socialista del Senado) 
y Marco Tabar (Grupo de Unión de Centro 
Democrático). 

WM 
5 101 Veto a la totaiidad. ................. 

Seguidamente el señor ñahoh de Espona dejen- 
& el veto firmulado al proyecto de ley, que se 
corresponde con la enmienda número 4. 

Usan de la palabra a continuación los señores 
Laborda Martín y Galván González. 

Sometido a votación el vetofirmulado por el se- 
ñor Rahola de Espona, f i e  rechazado por cua- 
tro votos a favor, 146 en contra y cinco absten- 
ciones. 

Se pasa a debatir el articulado. 

paoim 

5105 
Artículo 1.. del dictamen (artículos 214 

y 217 del Código P e d )  .......... 
No habiendo sido objeto de votos particulares, f i e  

aprobado por 150 votos afavor, cuatro en con- 
tra y una abstención. 

WOiM 

5 105 
Arti'culo 2.. del dictamen (artícuio 216 

bis a) del Código Ped) .  .......... 
El señor Zavala Alcíbar retira el voto particular 

formulado por el Grupo de Senadores Vascos. 
Sometido a votación el texto del dictamen para el 

artículo 216 bis a) del Código Penal, f ; e  apro- 
bado por 137 votos a favor y dos abstenciones. 

Página 

Artieplo 216 bis b)&l Código Penrl.. 

Sometido a votación. f i e  aprobado el texto del 
dictamen por 137 votos a favor y dos abstencio- 
nes. 

5 105 

Página 

Ardcolo 174 bis a) y 174 bis b) del C& 
digoPed ...................... 5105 

Puesto a votación el texto del dictamen de la Co- 
misión, &e aprobado por 137 votos a favor y 
dos abstenciones. 

El señor Zavala Alcíbar manijiestaque tiene pre- 
sentado un voto particular al artículo 216 bis 
a), 3 del Cddigo, que desea mantener. 

El señor Presidente contesta que ya se han hecho 
tres votaciones a dicho artículo, pero como tie- 
ne derecho a definderlo, se anula la votación 
relativa dartículo 216 bis a) del texto del dicta- 
men, concediendo la palabra al señor Zavala 
A lcíbar. 

El señor Zavala Alcíbar defiende conjuntamente 
los votos particulares a los artículos 216 bis a) y 
174 bis b). 

A continuación intervienen los seiiores Lizdn Gi- 
ner y Galván González. 

Sometido a votación el voto particular del Grupo 
de Senadores Vascos al apartado 2 del artículo 
21 6 bis a) del Código Penal, f ; e  rechazado por 
siete votos afavor y 144 en contra. 

A continuacidn se somete a votación el apartado 
1 del articulo 216 bis a) del dictamen de la Co- 
misión, siendo aprobado por 148 votos a favor 
y dos en contra. 

Puesto a votación el apartado 2 del artículo 216 a) 
del texto del dictamen fire aprobado por 146 
votos a favor y siete en contra. 

A continuacidn el señor Presidente informa a la 
Ciimara que se dan por viilidas, puesto que no 
tuvieron ninguna irregularidad, las votaciones 
anteriormente efectuadas de los artículos 216 
bis, b) y 174 bis letra a) del Código Penal, se- 
gún el texto del dictamen. 

Seguidamente el señor Portabella Rafols dejiende 
el voto particular que aji-cta al apartado b) del 
articulo 174 bis &i Cddigo; que se corresponde 
con la enmienda numero 18. 

Acto seguido usan de la palabra los señores Li- 
rón Giner y Porta Vilalta. 

Sometido a votación el voto particular. que detén- 
di& el seiior Zavala Alcibar en nombre del Grtc- 
PO de Senadores Vascos, enmienda numero 3. 
al piirrafo inicial del artículo 174 bis b) del Co- 
digo Penal, f i e  rechazado por cinco votos a.& 
vor y 11 7 en contra. 
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Prresto a sotación el voto particirlar del señor Por- 
rahella RaIOls, enmienda niimero 18. a la letra 
h)  tiel articirlo 174 bis del Código Penal. .fue re- 
clinzatlo por dos  os a .favor, 11 7 en conlra y 
tres ahst enciones. 

Piresto a i*otaciciii el articrrlo 174 bis h) del Código 
Priial. coi!Ii)riiic al testo úe1 dictamen de la 
Coinisiíiit. j r c  aprobado por 11 7 i ~ o s  a ,fivor, 
tlos (v i  coiitru trc's ahstt~nciones. 

Página 

Artículo 174 bis c) del Código Penal, 
artículo 3." (nuevo) del dictamen (ar- 
tículo 160 bis del Código Penal). ... 

El .srfior Pri~.siclcirte l ~ e  a continiración la redac- 
c i í í r i  tic4 urricirlo 3.'' (nirela) del dictamen íar- 
ticirlo 160 I>i.s di4 Cíidigo Pmal). qire sirstitiry 
i r  Ir yirc,fi.qrrru cr i  (4 texto pirhlicado. en virtird 
do <wr i to  prmwtutlo por cinco Portavoces de 
ICI C'uitiuru. yirc rqmwnran a la inayoria de la 
nlis l i l tr .  

Soiiictitlo ti i'otucitiii ( 8 1  arricirlo 174 bis c) de1 Có- 
tli.qo Pciiul. w S q r i i i  el dictanien de la Comisión. 
, / i rc .  uprohaclo por 121 i*otos a ja iwr  y dos ahs- 
I<'ilc~iorle.v. 

Pirc.sto CI wiaíitiii c.1 urticirlo 3." inrrtw) de1 dicta- 
i i i m ,  yrre .sc rc;ficw u1 articirlo 160 bis del Códi- 
.yo Píwtil. coi1 Ir rcduccicin a qrre SP ha dado 
lc~ctirru, , / i r<*  uprohutlo por 121 wtos a j a i w  y 
tl0.s Crhslc~r l<~ior l<~.s .  

5 1 12 

Página 

Articulo 4." del dictamen (articulos 
290,291,291 bis y 538 bis del Códi- 
go de Justicia Militar). ........... 

Soniericlo u iwtacicin (4 articitlo 4. u úel dictamen. 
ytra comprondcJ los urricirlos de1 Cddigo de Jus- 
ticiu Militar citados. jite aprobado por 123 1'0- 

tos u,lu w r  y dos ahsrc~ncionc.~. 

5 I 13 

PágiM 

Disposición adicional del dictamen ... 
El scvior Portabella RaIOls defiende el voto parti- 

ciriur.f~rmulaúo, que se corresponúe con la en- 
mienda niimero 17. que postula su supresión. 

A continuución interviene el seeñor Porta Vilalta. 
Sometiúo a votación el voto particular del señor 

Portabella Rafils, fue rechazado por cinco vo- 
tos afivor, 122 en conlra y una abstención. 

5 1 13 

El señor Presidente informa a la Cámara del 
error existente en la redacción publicada para 
esta Disposición adicional leyendo a continua- 
ción el texto que se somete a votación, como 
procedente del dictamen de la Comisión. 

Puesto a votacibn dicho texto de la Disposición 
adicional.fue aprobado por 124 votos a favor, 
seis en contra y una abstención. 

A continuación el señor Portabella Rafols, dejen- 
de el voto particular formulado, que se corres- 
ponde con la enmienda número 16, en que soli- 
cita la adición de una disposición nueva. 

Seguidamente usa de la palabra el señor Porta 
Vilalta. 

Sometido a votación el voto particular, fue recha- 
zado por cuatro votos a favor, 131 en contra y 
dos abstenciones. 

Página 

Disposición derogatoria y Disposición 
final del dictamen. ............... 

No habiendo sido objeto de voto particular, fue- 
ron aprobadas por 136 votos afavor y una abs- 
tención. conforme al texto del dictamen de la 
Comisión. 

A continuación el señor Presdente indica que, tal 
como dispone el articulo 90 de la Constitución, 
se dará traslado de las enmiendas propuestas 
por el Senado al Congreso de los Diputados 
para que éste se pronuncie sobre l a s  mismas. 

Antes de levantar la sesión, el señor Presidente 
informa a la Cámara de la reunión de Comi- 
siones y de que el próximo Pleno se reunirá el 
día 28 de este mes, con continuación el 29. 

5 I 17 

Se levanta la sesión. 
Eran las ocho y veinte minutos de la noche. 

Se abre la sesión a las cinco y treinta minutos 
de la tarde. 

LECTURA DEL ACTA DE LA SESION AN- 
TERIOR 

El señor PRESIDENTE: ¿Se da por leída y 
aprobada el acta de la sesión anterior, que tuvo 
lugar los días 3 1 de marzo y 1 de abril de 198 i? 
(Asentimiento.) Así se acuerda. 
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DICTAMENES DE COMISIONES SOBRE 
PROYECTOS Y PROPOSICIONES DE LEY 
REMITIDOS POR EL CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS 

- DE LA COMlSlON DE JUSTICIA E INTE. 
RIOR. EN RELACION CON EL PROYEC. 
TO DE LEY ORGANICA QUE MODIFICA 

TICULOS DEL CODIGO PENAL Y DEL 
DE JUSTICIA MILITAR (SE TRAMITA 

CIA). 

Y ADICIONA DETERMINADOS AR. 

POR EL PROCEDIMIENTO DE URGEN. 

El señor PRESIDENTE: Punto segundo del or- 
den del día. dictámenes de Comisiones sobre 
proyectos y proposiciones de ley remitidos por el 
Congreso de los Diputados. El de la Comisión de 
Justicia e Interior. en relación con el proyecto de 
Ley Organica que modifica y adiciona determina- 
dos artículos del Código Penal y del de Justicia 
Militar, publicado en el «Boletín Oficial de la: 
Cortes Generales» de fecha 10 de abril actual, 
Este proyecto de ley se tramita por el procedi- 
miento de urgencia. 

Se han formulado diversos votos particulares al 
mismo proyecto. Tengo entendido que el Sena- 
dor Martin Villa por designación de la Comisión, 
tiene a su cargo la presentación del dictamen, a 
cuyo efecto tiene la palabra. 

El señor MARTIN VILLA: Con su venia, se- 
ñor Presidente. señoras y señores senadores, se- 
ñor Ministro. me corresponde la defensa del dic- 
tamen de la Comisión de Justicia. pero, casi 
como previo pronunciamiento, voy a indicar 
unas erratas -las prisas son siempre malas- que 
en el dictamen de la Comisión figuran en el co- 
rrespondiente boletín. 

Por ejemplo, en la página 18 debe tenerse por 
error material. por no puestas, las referencias a 
los artículos 260 y 26 1 .  Parece ser que el señor le- 
trado de la Mesa ya ha tomado la debida nota. 

También, en la página siguiente, cuando se ha- 
bla del terrorismo, debe aiiadirse «a la del)) terro- 
rismo; «a la del» es la adición que postulamos 
para corregir la errata. 

Por fin, en la siguiente página, en el párrafo se- 
gundo, cuando se habla del artículo 190, debe re- 
ferirse al 29 1 bis. 

Y señaladas estas erratas, me corresponde el 
honor de presentar un proyecto de ley que viene a 

llenar una laguna legal, en tanto en cuanto sea re- 
dactado, presentado y aprobado el nuevo proyec- 
to del Código Penal. 

Los delitos contra la Constitución, que estuvie- 
ron acuñados en la terminología del Código de 
1870, por la mera circunstancia de no existir 
Constitución cuando se promulgó el Código de 
1944, se subsumieron en los llamados delitos de 
rebelión. El terrorismo, el terrorismo organizado 
como nueva fórmula violenta de subvertir el or- 
den social, no tenía una específica configuración, 
sobre todo en las formas que a continuación tra- 
taremos brevemente de explicar, en el Código de 
1944 y en sus posteriores adiciones. 

Este proyecto de ley enviado por el Congreso 
trata de llenar, con la urgencia del caso, estas dos 
lagunas del más importante cuerpo legal en el as- 
pecto punitivo. La Constitución es evidente que 
necesita ser defendida; la Constitución no sólo es 
la ley de la cual penden todas las demás leyes del 
ordenamiento legal español, sino que, además, la 
Constitución es la fórmula de implantar un siste- 
ma de convivencia basada en la paz y ordenada 
por el Derecho. 

Cuando con cualquier pretexto se intenta sub- 
vertir el orden constitucional o anular a la propia 
Constitución, se describe un  tipo de conducta; la 
subsunción de este tipo de conducta adquiere un 
carácter especial de delincuencia, y de lo que tra- 
ta este proyecto de ley, en definitiva, es de acuñar 
los tipos de los delitos contra la Constitución por 
mor de la rebelión. 

Por otra parte, los delitos del terrorismo, que 
estaban parcialmente contemplados en nuestro 
ordenamiento punitivo, adquieren importancia 
relevante, no sólo en la consecución del delito 
consumado, sino en la incitación, la preparación 
y la apología del delito de terrorismo. 

Estas son las lagunas legales, éstas son las medi- 
das legales que el proyecto que vamos a conside- 
rar a continuación trata de remediar, describien- 
do los tipos en que incide la conducta delictuosa. 

A este proyecto de ley -y me corresponde ser 
fedatario de lo ocurrido en la Ponencia y en la 
Comisión- se habían presentado al mismo un 
total de dieciocho enmiendas, una de ellas de 
veto, que presentó el Senador Rahola. La Ponen- 
:¡a primero y la Comisión después estimaron que 
no había lugar al veto a este proyecto de ley; las 
razones se darán en el subsiguiente debate. 

El Grupo Parlamentario de Socialistas del Se- 
nado había presentado siete enmiendas; todas 
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ellas, a excepción de una, en parte, fueron acepta- 
das por la Ponencia y después por la Comisión. 
Me referiré exclusivamente a aquella que no fue 
admitida por voluntad conjunta de la Ponencia, 
con matices de la Comisión. 

La razón de la no aceptación, aunque la inten- 
ción fue asumida por todos los grupos parlamen- 
tarios y, desde luego, por aquel al que pertenezco, 
fue que, refiriéndose a la responsabilidad objetiva 
del Estado - q u e  estaba desarrollada en leyes, en 
reglamentos y en disposiciones de carácter admi- 
nistrativo-, ésta la va a abordar definitivamente 
el nuevo Código Penal, pero parecía que era pri- 
mar a estos delitos esencialmente graves el aten- 
der a la responsabilidad objetiva del Estado sin 
que la legislación común y para el común de los 
delitos estuviera todavía consignada en el Código 
Penal. El resto de las enmiendas socialistas fue- 
ron aceptadas por la Ponencia y por la Comisión. 

El Senador señor Del Burgo presentó dos en- 
miendas a los artículos 2 14 y 2 16. Las dos fueron 
admitidas, si bien alguna en espíritu, refundién- 
dolas con enmiendas del propio Grupo Socialis- 
ta, y de manera exclusiva y peculiar aquella que 
hacía referencia a la declaración de la indepen- 
dencia de una parte del país. 

El proyecto enviado por el Gobierno rezaba li- 
teralmente: «la sustracción de una parte del país a 
la obediencia del Gobierno», y parecía más explí- 
cito y más enfático colocar inicialmente -tal 
cual venía en la enmienda del Senador Del Bur- 
go- la declaración de la independencia de una 
parte del país, siguiendo después tanto el texto 
del proyecto enviado por el Gobierno como el de 
la enmienda socialista. 

El Grupo de Senadores Vascos incidía en esta 
misma cuestión a la que he hecho referencia 
cuando he hablado de la responsabilidad objetiva 
y ponía particular énfasis en otras dos enmiendas, 
una de ellas aquella que delimitaba la responsabi- 
lidad únicamente a los delitos de terrorismo y ex- 
cluía la responsabilidad directa. Estimó la Ponen- 
cia primero y la Comisión después que no eran 
aceptables, se reservó el voto y será cuestión de 
debate en esta tarde cuando examinemos el texto 
del proyecto. 

El Senador Rahola, además de aquella enmien- 
da de veto a la que me he referido al principio de 
mi exposición, tenía otras dos que redujo poste- 
riormente a una, referida a excluir la incitación al 
delito de terrorismo. También será objeto de de- 
bate en esta tarde. 

Por otra parte, el Senador Portabella, y con ello 
ya concluyo, hacía referencia a las disposiciones 
adicionales en cuanto al tiempo de vigencia de es- 
tas disposiciones. En un caso se refería a la pro- 
mulgación del nuevo Código Penal, supuesto que 
la Ponencia primero y la Comisión después esti- 
maron que era innecesario, ya que las leyes se de- 
rogan por otras posteriores, y además también te- 
nía una específica referida al supuesto de muerte 
en caso de delito de terrorismo, que tenía y tiene 
en el proyecto una aclaración especial y que él 
excluía, en tanto que la Ponencia primero y la 
Comisión después estimaron que debía sostenerse 
el criterio del proyecto envíado por el Congreso 
de los Diputados. 

Con esto he terminado mi función de dar cono- 
cimiento a la Cámara de cómo se desarrollaron 
los debates en la Comisión. A fe de fedatario -y 
valga la redundancia-, tengo que añadir la casi 
total unanimidad de todos los señores senadores 
pertenecientes a la Comisión de Justicia para in- 
tentar remediar este vacío legal, para propiciar 
un estado de cosas en que sea delito claramente 
tipificado y penado el atentado a la Constitución 
y las nuevas formas violentas de intento de sub- 
vertir el orden constitucional que se explicitan 
como nuevos delitos de apología o incitación al 
terrorismo e información, según las últimas téc- 
nicas del mismo. Con esto he terminado la infor- 
mación que debo a la Cámara, según el encargo 
recibido, y doy las gracias al señor Presidente, y a 
la Cámara por haberme escuchado. 

El señor PRESIDENTE: Existiendo votos par- 
ticulares, como es costumbre en la Cámara y en 
sustitución del primitivo debate de totalidad, se 
permiten turno a favor, turno en contra y turno 
de portavoces, naturalmente optativos. En conse- 
cuencia, sin entrar todavía en el veto que defen- 
derá en su oportunidad el Senador Rahola, ¿ t u -  
no a favor? (Pausa.) ¿Turno en contra? (Pausa.) 
¿Turno de portavoces? (Pausa.) 

El Senador Unzueta, por el Grupo de Senado- 
res Vascos, tiene la palabra. 

El señor UNZUETA UZCANGA: Señor Presi- 
dente, señoras y señores senadores, nuestro grupo 
ha hecho un examen de esta ley, breve pero con 
notable significación política; un examen del que 
surgen unos votos particulares que serán después 
defendidos, pero un examen del que, con inde- 
pendencia de estos aspectos particulares que tra- 
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tan de ser corregidos en la ley por los votos parti- 
culares, hay otros que pudieran ser definidos 
como una seria preocupación política por el ca- 
mino legislativo en el que al parecer estamos in- 
mersos. Una preocupación que nos sospechamos 
va a ser escasamente atendida. pero que, en cum- 
plimiento de nuestra función y en el desarrollo de 
la responsabilidad política que a nosotros nos in- 
cumbe. desde luego la ponemos en conocimiento 
de SS. SS. 

Hoy va a examinar esta Cámara una ley que 
quiere dejar sentadade forma clara y terminante 
que hay una seríe de hechos que deben tener la 
consideración de delito, hechos que, en una bue- 
na medida. por no decir en la mayor parte, de al- 
guna forma ya estaban tipificados en el vigente 
Código Penal. 

Con ello. lo que se pretende hacer es algo que 
pudiera considerarse. en apariencia como unas 
matizaciones. pero que tienen una profundidad 
política importante por la sistemática legislativa 
a la que parece ser. como digo. nos va a recondu- 
cir la iniciativa legislativa del Gobierno. 
No vamos a hablar ni de la corrección ni  de la 

incorrección de la técnica penal en este punto, 
porque vamos a lo político, y no a lo técnico, que 
eso vendrá después. en materia de votos particu- 
lares. 

En primer lugar. a nosotros nos ha llamado la 
atención un aspecto que hace referencia a lo que 
pfdiéramos decir que es el problema de la cons- 
trucción del Estado de las Autonomías, Y deci- 
mos esto porque el proyecto de ley deja perfecta- 
mente sentado que debe ser castigada por el Códi- 
go Penal la realización de actividades que supon- 
gan el impedir la celebración de elecciones en 
todo el territorio nacional. Nada tenemos que 
oponer a esto. Correcto. Y. sin embargo. en este 
proyecto de ley se pierde la oportunidad de decir 
si es o no delito, y en qué medida. qué ocurrirá 
cuando alguien sienta la tentación de llevar a 
cabo una conducta antidemocrática y antisocial. 
pero sólo en una Comunidad Autonómica. 

Y decimos esto también porque en este mismo 
proyecto de ley queda perfectamente claro que 
son delitos actos que tengan como finalidad la di- 
solución de las Cortes Generales, Congreso o Se- 
nado; y na& tenemos que oponer a esto, porque 
nos parece perfectamente correcto que esto sea 
delito y un grave delito. Pero, en cambio, nada se 
dice de qué pueda ocurrir cuando esta tentación 
antidemocrática pudiera ser dirigida exclusiva- 

mente contra la Asamblea o el Parlamento de 
una Comunidad Autónoma. No sabemos si esto 
es una omisión involuntaria o deliberada, pero lo 
cierto es que está así, y así va a quedar, por obra y 
gracia, cuando menos, de la desafortunada técni- 
ca legislativa que supone tratar, por el procedi- 
miento de urgencia, proyectos de ley que requie- 
ren reflexién, reflexión que, por supuesto, debe 
ser sin merma de la rapidez legislativa que resulte 
aconsejable. 

Se trata de un proyecto deley que define como 
delito la apología del terrorismo (y quede, una 
vez más, claro que nuestro grupo condena el te- 
rrorismo en todas sus manifestaciones y, por su- 
puesto. la apología), pero un proyecto de ley que, 
dentro de lo que es el dificil campo de la técnica 
penal de acotar los delitos, deja una cantidad im- 
portante de interrogantes en cuanto a la determi- 
nación de dónde empieza esa apología. Dios 
quiera que la sensatez de nuestros Tribunales 
sepa castigar -repito, castigar- lo que de verdad 
sea apología del terrorismo; pero tenemos miedo 
de que alguien sienta la tentación de ir más lejos 
de lo que todos quisiéramos ver que dice el texto 
penal que, lo intuyo, vamos a aprobar. 

Por otro lado, no volveremos a desarrollar los 
argumentos vertidos en relación a mandatos lega- 
les que se contienen en este proyecto de ley que 
suponen, a nuestro juicio, un serio atentado a de- 
terminados principios constitucionales, como es, 
por ejemplo, el de la libertad de prensa. Quien 
debe hacerlo, es decir, quien tiene la obligación 
de escuchar estas críticas, creemos que ya ha teni- 
do la oportunidad de hacerlo. 
Lo que debió ser una oportunidad de adecuar 

las leyes penales, nos tememos (y esta es nuestra 
preocupación política) que se ha convertido en 
un acto más de lo que parece va a ser una cons- 
tante de nuestros Gobiernos: querer defender a la 
sociedad del golpismo y del terrorismo mediante 
nuevas leyes penales como la que ahora está en 
las manos de esta Cámara. Nosotros pensamos, y 
lo decimos con toda sinceridad, que obrar así es 
un sueño y una utopía. Y lo que es más grave: su- 
pone iniciar el peligroso camino de querer defen- 
der los valores esenciales de la democracia res- 
tringiendo, martando libertades y derechos con- 
sustanciales a esta Constitución de la que tanta 
necesidad tenemos. ¿Que existen conductas anti- 
democráticas y anticonstitucionales? Evidente; 
no lo negaremos nunca, por desgracia para todos. 
Pero no desaparecerán por la ingenua creencia de 
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que cada vez que se detecte un comportamiento 
de esta naturaleza se reforme el Código Penal o se 
dicte una ley especial, con la cual podamos decir 
«¡Adelante!». 

Señorías, esto no es ir adelante, sino que es ir 
hacia atrás. ¿No estamos hartos de oír decir, por 
lo menos quienes hemos vivido en el mundo de 
las leyes y del Derecho, que la ley va siempre por 
detrás de los hechos? ¿No estamos cayendo preci- 
samente en un comportamiento que no corrige 
esta situación? Los vigentes tipos penales -y lo 
han dicho especialistas conocedores de las mate- 
rias penales con una profundidad superior a la de 
este senador que os habla- tienen amplitud sufi- 
ciente como para castigar la rebelión o el terroris- 
mo. ¿Acaso nuestro actual Código Penal no pro- 
cede o no es obra de un régimen autoritario? ¿Va 
a resultar ahora que la democracia, para defen- 
derse, precisa endurecer más aún la estructura- 
ción de estos tipos penales? 

El problema, señorías, a nuestro juicio, no es 
de tipificaciones legales. El problema es de mera 
aplicación de la ley vigente, que se cumplan las 
leyes vigentes y nada más. Sin embargo, nadie ha- 
bla o reconoce las dificultades que esto está supo- 
niendo en nuestra difícil convivencia. Y ahí esta 
el mal, y este mal no se va a arreglar con leyes pe- 
nales que, además, no son retroactivas. 

Estamos inmersos, a nuestro juicio -y segui- 
mos con la valoración política-, en una precipi- 
tación legislativa, con todos los peligros que ello 
encierra. Yo quisiera que recordaran todas 
SS. SS. aquel Pleno -me parece que celebrado a 
finales de noviembre o principios de diciembre- 
en el que esta Cámara debatió y aprobó una ley 
que se ha llamado «antiterrorista», pero que, en 
definitiva, salió en el «Boletín Oficial del Estado» 
como Ley Orgánica de 1 de diciembre de 1980. 
En aquella ocasión portavoces de los grupos polí- 
ticos dijeron que se había llegado con aquella ley 
a la cota máxima de restricción de libertades 
constitucionales. Y hoy, es curioso y esto nos 
preocupa, en la ley que está en las manos de todas 
SS. SS. se van a reformar o retocar algunos pre- 
ceptos de una ley que todavía hace escasamente 
cuatro meses que ha visto la luz en el «Boletín 
Oficial del Estado». ¿La volveremos a reformar 
dentro de unos meses? ¿Estamos siguiendo una 
política legislativa coherente? 

Nuestro grupo piensa -y con esto termino, se- 
ñorías- que para defender la democracia y la 
Constitución hay hoy en día leyes penales más 

que suficientes. Lo que ocurre es que sólo la ley 
penal es un mal remedio frente a los mesías de 
uno y otro signo que propician salvadoras accio- 
nes terroristas o golpistas. Nosotros confiamos 
más en la prevención que en la represión, pero 
precisamente es un camino contrario la iniciativa 
a que el Gobierno parece querer inducir o llevar a 
la sociedad española. 

Nuestro grupo dará su asentimiento a algunas 
de las peticiones que en este proyecto de ley se 
contienen. Son de justicia y no alteran en lo más 
mínimo estas preocupaciones políticas que he- 
mos expuesto. En otras no daremos este voto afir- 
mativo, pero, con independencia de esto, sí pedi- 
mos, especialmente al Gobierno y su partido, que 
vayan tomando en consideración la oportunidad 
de seguir por este sistema de reformas y reformas 
de nuestras leyes. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
portavoz del Grupo Mixto, Senador Portabella. 

El señor PORTABELLA RAFOLS: Señor Pre- 
sidente, señorías, hablo en nombre de mi Grupo 
Parlamentario Mixto del Senado en el que coinci- 
den posturas ideológicas distantes, yo diría que 
mucho más distantes que las que existen entre los 
grupos que forman esta Cámara. Y deseo expre- 
sar, como portavoz de este grupo, su voluntad de 
aportación positiva, fiel reflejo del respeto por la 
convivencia y su fe en el funcionamiento demo- 
crático de las instituciones del Estado. Y precisa- 
mente mi grupo, por sus caractrísticas de hetero- 
geneidad, es prueba de esta realidad. 

Estamos en un momento histórico que nos 
obliga, ante los acontecimientos y circunstancias 
que de ellos se derivan, a adoptar una postura de 
responsabilidad con sentido de Estado. Cumplir 
con nuestra obligación, legislar desarrollando el 
contenido de la Constitución y exigir que se cum- 
plan las leyes. 

Ante la excepcionalidad legislativa sólo se pue- 
de argüir el agotamiento del alcance de las leyes 
vigentes y nuestra preocupación estriba en si esto 
es o no es así. 

Por encima de todo, el acatamiento al orden 
constitucional y también la inquietud por la 
oportunidad, eficacia y rigor y la necesidad de la 
elaboración de estas leyes, es, por lo menos, deli- 
cado cuando la dinámica de los acontecimientos 
impone soluciones de urgencia, si se llega a la ela- 
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boración de leyes excepcionales, sin saber muy 
bien si realmente no hay otra opción. 

En todo caso, es deseo del Grupo Mixto, y creo 
que comparte este deseo la mayoría de las seño- 
rías, empezando por su Presidente, profundizar 
en lo posible y dentro de los límites de funciona- 
miento que la Constitución nos otorga. sus com- 
petencias y actividades. en beneficio de las tareas 
legislativas de las Cortes hasta llegar a ser la Cá- 
mara territorial. tan necesaria para el desarrollo 
de las autonomías. A partir de estas coincidencias 
genéricas. los senadores de mi grupo expresare- 
mos nuestra diversidad política a través del voto 
en cada uno de los apartados y en cada caso. 

Muchas gracias. señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Catalu- 
ña. Democracia y Socialismo. tiene la palabra el 
señor Nada1 Company. 

El señor NADAL COMPANY: Señoras, seño- 
res. seiior Ministro. quisiera expresarle, ante 
todo. mis personales simpatías, que no tendrían 
importancia si no fueran las generales simpatías 
de todo el país hacia usted, por la labor que está 
desarrollando. por el encauzamiento que está 
dando a problemas que tiene planteados el país y 
que. aunque despacio. para muchos de nosotros, 
de una manera u otra. van hacia su final, un final 
que esperemos sea feliz en todos los aspectos. 

Una ley como esta exige su reflexión, aunque 
desde luego puedo anticiparle que la vamos a vo- 
tar. y exige su reflexión por las circunstancias en 
que va a ser dada. Reflexión que nos hemos he- 
cho nosotros y que espero se harán los señores se- 
nadores del partido del Gobierno. de cuyos senti- 
mientos democráticos no tenemos la menor 
duda, pero, en definitiva, reflexión necesaria que 
ha definido la historia como amagister vitaem, 
traduzco «maestra de la vida». 

A finales del siglo XVlll  y principios del XIX. 
en Francia, casi podíamos decir por la extraordi- 
naria fuerza impositiva del primer cónsul, reina- 
ba una extraordinaria paz octaviana; regía la se- 
guridad pública un personaje. para algunos si- 
niestro (Stefan Zweig dice «el tenebroso genio»: 
ustedes recordarán que me estoy refiriendo a José 
Fouché), poco después en aquel Imperio distin- 
guido con el Ducado de Otranto. En cambio, en 
la tradicional Inglaterra, en aquellos momentos 
la higlaterra de Pitt, a punto de dimitir para ser 
sustituido por Atkinson (Pitt, belicista y antibo- 

napartista; el segundo, pacifista; también Fox es- 
taba a la espera, éste muy francófilo), en cambio, 
digo, en el Londres de aquel tiempo, el crimen es- 
taba a la orden del día. Entonces se planteó a los 
política: en Francia, en el Pan's que ha salido de 
una revolución, todo está en orden. En París, en 
aquellos momentos, en efecto, todo estaba en or- 
den, pero no faltaba ventana sin abrir, alcoba sin 
ser objeto de observación, cortesana provista de 
un soborno sin una misiónespecial, mayordomo 
encargado de vigilar a su dudo. Estaba previsto 
exactamente todo. Todo ello se sabía en Londres 
y cuando se planteó el resolverlo de la misma ma- 
nera, todos los políticos coincidieron: no, antes 
que eso el crimen. 

Francia estaba sacudida constantemente por 
las conspiraciones, el simple rumor de una derro- 
ta en los campos de batalla suponía una conspira- 
ción en el país. Pero, en cambio, en Londres las 
instituciones seguían, continuaban con la misma 
firmeza en medio de debates a veces terribles, a 
veces, incluso, duros, mordaces, en las dos Cáma- 
ras. Pero es que aquel país había alcanzado una 
estabilidad. 

Por esto digo, señores, que quizá tengamos que 
reflexionar. Nos estamos deslizando por un plano 
inclinado, estamos cediendo constantemente a 
leyes y más leyes con el fin de cortar de una vez 
este estado de alarma pública en que se encuentra 
inmerso el país. Pero, señores, ¿no será que, ade- 
más de las dificultades legislativas, algo está fa- 
llando entre nosotros que impide que, de una vez, 
la paz se halle por lo menos a nivel europeo? ¿No 
será acaso que sobran leyes y falta un ejecutivo 
que al cumplirlas las administre de tal manera 
que sin necesidad de tantas leyes y sin limitacio- 
nes de la libertad puedan mantenerse éstas? ¿Ha- 
brá, quizá, que recordar la famosa expresión de 
Castelar cuando dijo: ctLos males de la libertad en 
la libertad se curan»?. 

Todo esto, señoras, señores, son reflexiones 
que vienen muy a tono y creo que muy importan- 
tes. 

El Código Penal, esta institución tan importan- 
te, creemos que en sí y por sí debe mantenerse 
con una extraordinaria continuidad y sin estas 
inyecciones en un sentido o en otro que lo hagan 
en unos momentos titubeante y sin saber si es su- 
ficiente o es insuficiente. 

JimCaez de Asúa mantuvo intacto el Código 
del 32, como todos podemos recordar; dictó una 
Ley de Deknsa de la República que se asemeja 
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bastante a esta nueva ley y, por consiguiente, he- 
mos de decir: si dimos por buena la de Jimenez de 
Asúa, esta, en líneas generales, es buena. El Único 
inconveniente, desde mi modesto punto de vista 
de jurista, es que quizá tenía que haber sido obje- 
to de una ley especial, y mi preocupación en estos 
momentos es que, cuando lleguemos en la discu- 
sión del Derecho Penal a planteamos delitos de 
esta naturaleza, o de parecida naturaleza, no nos 
sintamos vinculados por el contenido de esta ley. 
Por esto, repito, entiendo que es el Único incon- 
veniente que le veo: una ley especial siempre tie- 
ne un carácter temporal aplicada en el tiempo, en 
el lugar y en las circunstancias. Una ley de carác- 
ter general tiene otro aspecto, otro contenido, 
otra finalidad. He ahí, pues, mi preocupación. Y 
hago esta salvedad porque, desde luego, cuando 
se plantee el problema del Derecho Penal ante si- 
tuaciones tipo de delitos parecidos a estos, repito, 
no hemos de quedar vinculados, no hemos de 
sentirnos vinculados, hemos de discutirlos exac- 
tamente como si esta ley no existiera. Esto creo, 
señores, que es importantísirno. 

Por otra parte, ya a nivel autonómico, nuestra 
satisfacción (siento que el compañero Unzueta no 
se haya apercibido de este particular) queda cum- 
plida cuando observamos que, gracias a una ini- 
ciativa socialista muy bien considerada por parte 
del partido del Gobierno, reciben el mismo trata- 
miento los Parlamentos de las nacionalidades 
vasca, catalana y las otras, que los Parlamentos y 
las Cortes del Estado Español. En este aspecto, 
pues, después de esta nivelación, creo que noso- 
tros podemos damos por satisfechos. 

Y nada más, señores, hechas estas reflexiones, 
esperando, pues, que en la ejecución de esta ley 
exista un auténtico control por parte del Poder 
Ejecutivo, no quiero repetir aquello de los pode- 
res fácticos, porque se está transformando en un 
tópico, a mí me gusta más hablar de los poderes 
de hecho, es importantísimo controlar los pode- 
res de hecho, porque si estos poderes de hecho no 
obedecen al espíritu de la ley y, sobre todo, los 
criterios de SS. SS., señor Ministro, corremos uno 
de aquellos riesgos, o muchos de aquellos riesgos, 
en que suelen incurrir las democracias por su in- 
genuidad, por su candidez y por su extraordinaria 
buena fe. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: El Senador Cabrera, 
por el Grupo Socialista Andaluz, tiene la palabra. 

El señor CABRERA BAZAN: Señor Presiden- 
te, señorías, con motivo del revuelo que se ha or- 
ganizado en algunos sectores con la publicación 
de este proyecto de ley, me ha venido a la memo- 
ria una anécdota de mis tiempos de estudiante 
universitario: recordaba yo que en una clase de 
Derecho Político el profesor enfatizaba el hecho 
de que Hitler había accedido al poder por la vía 
democrática de la urna y de los votos. Aquello in- 
dignó en cierto modo al estudiantado, que no aca- 
baba de explicárselo, y tras una pequeña discu- 
sión casi se llegó a una votación en la que tam- 
bién por casi unanimidad los estudiantes dictami- 
naron que, de haberse sabido lo que Hitler iba a 
hacer con la libertad que le concedía la Constitu- 
ción alemana para presentarse como candidato 
en Alemania, con toda seguridad le hubieran im- 
pedido hacerlo. 

Y éste es el caso concreto que yo creo que se 
plantea con este proyecto de ley: ¿Deben dispo- 
ner de libertad quienes están dispuestos a atentar 
contra las libertades públicas? Esto es así; así creo 
yo que habría que plantearse esta cuestión por vía 
de eficacia, y, al margen, procurarse los tecnicis- 
mos formales que toda norma jurídica reclama. 

Desde luego, esto no es un sentimentalismo in- 
fantil, sino que tenemos -y mi Grupo los tiene y 
por eso va a votar a favor de esta ley- argumen- 
tos muy serios para ello. 

En primer lugar, yo tendría que señalar que 
realmente la libertad no es un derecho absoluto. 
Ya lo decía Ortega: «Mi libertad termina allí don- 
de empieza la del otro», a nivel individual, y, a 
nivel colectivo, la libertad de todos y cada uno de 
los ciudadanos termina allí donde empiezan las 
libertades de los conciudadanos: las libertades 
públicas. Y el caso es que la propia Constitución 
así lo prevé. 

En el artículo 20, y a título de ejemplo, respec- 
to de una de las libertades que tanto se han mano- 
seado con motivo de este proyecto de ley, la liber- 
tad de expresión, previo reconocimiento de esta 
libertad, el apartado 4 señala que ;<estas liberta- 
des tienen su límite en el respeto a los derechos 
reconocidos en este Título, en los preceptos de las 
leyes que lo desarrollan», y están ahí en este títu- 
lo los derechos y libertades fundamentales de los 
ciudadanos españoles. 

La libertad de expresión, en este caso, cuando 
se va a utilizar para atentar contra todos esos de- 
rechos y libertades fundamentales, ha de ceder 
sin duda alguna. Y todo esto resulta de aplicación 
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al caso concreto de esta ley, que tiene un objeto 
claro y específico: defender la libertad que la 
Constitución garantiza a los ciudadanos españo- 
les, frente a actividades reales, a los fenómenos de 
terrorismo -golpismo y terrorismo son lo mis- 
mo- que procuran el derrocamiento de la demo- 
cracia. Frente a ello, se han alzado algunas voces 
diciendo que no hacía falta, porque en el Código 
Penal y en el Código de Justicia Militar ya se pre- 
vén estos supuestos -concretamente, creo recor- 
dar, si he entendido bien, el Senador Unzueta y el 
Senador Nada1 han hablado de ello- y que lo 
que hay que hacer es procurar la aplicación de es- 
tas disposiciones. Hay que decir que no es verdad 
esto. 

El propio Ministro de Justicia, en su discurso 
de presentación en el Congreso de Diputados, ha- 
blaba de que, si bien era cierto que en el Código 
de 1944 se prevén los delitos contra la seguridad 
interior del Estado, no estaban contempladas en 
concreto algunas figuras delictivas que ahora se 
recogen. En concreto, el atentado directo contra 
la Constitución para provocar un cambio por la 
fuerza del sistema democrático a través de un gol- 
pe de Estado y, sobre todo -y en esto quisiera 
que reparara atención la Cámara- lo que no ha- 
bía era proporcionalidad de las penas con la gra- 
vedad de los delitos. 

Piensen ustedes que la reforma que hemos pro- 
curado en concreto del artículo 290 del Código de 
Justicia Militar eleva las penas, que antes iban de 
seis meses a veinte años, y eleva la pena mínima a 
doce años. 

Pues, miren ustedes, si esto hubiera estado vi- 
gente en la época de la operación de la Cafetería 
Galaxia, resulta que el señor Tejero no habría ido 
al Congreso todavía, no le habría dado tiempo, 
estaría cumpliendo por lo menos doce años; no 
habría ido al Congreso, ni habría escrito cartas 
como la publicada por «ABC». 

Tampoco se recogía en estas disposiciones una 
realidad delictiva nueva, como es la actividad te- 
rrorista organizada y la pertenencia a los grupos y 
bandas reconocidas y comandos de información. 
No se desgarren las vestiduras aquellos que se 

llaman a escándalo por temor del abuso en la 
aplicación de esta ley; no tengan añoranzas de un 
concepto de la libertad absoluta, decimonónica, 
mucho más de contenido patrimonial que políti- 
co y público. 

Finalmente -y con esto voy a terminar, no 
quiero pecar de pesad-, quem’a decirles que 

tras la lectura de una enmienda me preocupó el 
hecho de que en ella se hacía alusión al manteni- 
miento en esta Ley de un aforismo tradicional en 
el Derecho penal: es preferible - s e  ha dicho 
siempre- que se salven los culpables a que se 
condene a algún inocente. Y, en efecto, esta ley 
también pretende esta función. Hay que recono- 
cer que la justicia en su aplicación no es tampoco 
absoluta y está sujeta a márgenes de error que po- 
drían cometerse. 

Pues bien, yo creo que en este caso debe procu- 
rarse que se salven los culpables de todo error a 
cambio de que se salven los inocentes que se con- 
vertirían en víctimas en caso de derrocamiento de 
la democracia. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socia- 
lista del Senado, tiene la palabra el portavoz, se- 
nador Laborda. 

El señor LABORDA MARTIN: Setior Presi- 
dente, señoras y señores senadores, como han de- 
jado ya perfectamente claro los Portavoces del 
Grupo Catalunya, Democracia y Socialisme y el 
Grupo de los socialistas andaluces, los parlamen- 
tarios socialistas votarán aquí. también. a favor 
de esta ley. Y lo vamos a hacer no porque esta ley 
nos la haya pedido el Gobierno, no porque esta 
ley sea necesaria para el Gobierno. sino porque 
-y en esto coincidimos con otras fuerzas políti- 
cas- creemos que esta ley, con todas las caracte- 
rizaciones que puedan hacérsele, es una ley nece- 
saria para la democracia y, por tanto, necesaria 
para la sociedad. 

Nosotros hemos procurado enmendar esta Icy 
tanto en el Congreso como en el Senado con la 
pretensión de hacerla más eficaz. y subrayo lo de 
más eficaz porque no es exactamente que la haya- 
mos querido mejorar porque, evidentemente. no 
puede hablarse de mejora ya que para emplear 
con rigor el término de mejora tendríamos que 
decir que lo mejor es que esta ley no hubiera exis- 
tido jamás, pero, dadas las circunstancias. noso- 
tros hemos procurado que esta ley sea una ley efi- 
caz, lo que quiere decir que deberá aplicarse de 
acuerdo a la letra y de acuerdo al espíritu con el 
que ha sido elaborada en las Cortes Generales. 

Nosotros entendemos que esta ley ha sido crea- 
da, no para limitar derechos constitucionales, no 
para limitar la libertad, sino que debe ser aplica- 
da, deben temerla aquellos que por la utilización 
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de las actividades terroristas o del uso de la fuerza 
armada pretendan violentamente modificar, alte- 
rar o derogar la Constitución. Y en este sentido 
hemos buscado a través de nuestrs enmiendas el 
perfeccionamiento en la eficacia de esta ley. Lo 
hemos hecho al modificar, como ha sido expues- 
to por el relator de la Comisión, los artículos 2 16 
bis 1. del Código Penal y el 290 del Código de 
Justicia Militar, al penar la apología de la rebe- 
lión militar aunque ésta no se produzca. 

También hemos querido -y en esto discrepo 
de la interpretación tal vez apresurada del Sena- 
dor Unzueta- proteger los Parlamentos y los go- 
biernos, los Consejos de gobierno de las Comuni- 
dades Autónomas. El trabajo parlamentario ha 
sido largo y ha acabado hace pocas horas porque 
incluso los G-rupos Parlamentarios, todos los 
Grupos Parlamentarios de esta Cámara están de 
acuerdo en mejorar y perfeccionar incluso los ti- 
pos previstos y, sobre todo, las penas previstas 
para aquellos que atentaren contra los Consejos 
de gobierno, los Parlamentos o las Asambleas le- 
gislativas de las Comunidades Autónomas. Aca- 
baremos penalizando los atentados que se come- 
tan contra estas Asambleas y Consejos de la mis- 
ma manera como en el Código Penal se contem- 
plan las penas para el Consejo de Ministros o 
para las Cortes Generales. 

Creemos que, además de llenar un vacío, he- 
mos hecho un esfuerzo, que yo diría que tiene un 
carácter fundamentalmente simbólico, de afirma- 
ción frente a los que en algún momento puedan 
seguir insistiendo en que este país, en que Espa- 
ña, es una uniformidad de tierras y de hombres, 
frente a los que pretenden definir el concepto de 
patria a partir de determinadas hipérboles. He- 
mos definido la realidad de una nación política 
como hecho político irreversible: España; pero 
también la diversidad plural de comunidades na- 
cionales o, como la Constitución las califica, de 
nacionalidades culturales, con su ejercicio del de- 
recho de autogobierno, y, por lo tanto, esto debe 
estar protegido para que el equilibrio que debe te- 
ner la ley se conserve aquí. 
.Al separar en los artículos 2 16 bis a) del Código 

Penal y el 538 bis del Código de Justicia Militar 
el concepto de «medio de difusión» del concepto 
de «instrumentos»; y, al hacer la referencia al ar- 
tículo 48 del Código Penal en el sentido de que 
queden respetadas perfectamente las responsabi- 
lidades objetivas de personas inocentes, también 
creemos que hemos aumentado las garantías y 

que hemos perfeccionado esta ley en su eficacia, 
que no es solamente que sea una ley rigurosa, 
sino también que deje claro para el juez, para el 
magistrado, las garantías y salvaguardas de los de- 
rechos fundamentales. 

Es una ley que vamos a votar afirmativamente 
en todos sus párrafos, y he dicho que, no porque 
sea una ley que nos la pida el Gobierno, aunque 
no se nos oculta que si el Gobierno pide esta ley 
porque necesita de ella para ejercer la autoridad 
constitucional, aquí no tendremos ningún titubeo 
para concederle todo lo que el Gobierno ha pedi- 
do para el ejercicio precisamente de esa autoridad 
constitucional que, por lo tanto, está enmarcada 
y limitada en los conceptos y en los criterios de 
los preceptos constitucionales. En este sentido es 
por lo que hemos renunciado a mantener, inclu- 
so, el voto particular al que el relator ha hecho re- 
ferencia. 

No se nos puede decir, por lo tanto -y con esto 
queremos exteriorizar una voluntad-, que el 
Gobierno no cuenta con los instrumentos jurídi- 
cos que necesita. Lo que nosotros desde este mis- 
mo momento queremos exigirle al Gobierno, al 
concederle esto en lo que hay coincidencia plena 
-es decir, en la coincidencia de la necesidad de 
que cada cual asuma las responsabilidades de de- 
fensa del ordenamiento constitucional-, lo que 
no puede decirse o alegarse, repito, como en otras 
ocasiones se ha podido hacer, es que las Cámaras 
impiden, obstaculizan o demoran la existencia de 
instrumentos jurídicos que puedan permitar un 
ejercicio riguroso de la autoridad constitucional 
frente -¡atención!- a aquellos que, fuera de los 
procedimientos constitucionales, desde fuera del 
propio sistema constitucional, intentan por la 
fuerza, por la violencia, derogarlo o modificarlo. 

Cabría añadir, por último, una pequeña y bre- 
ve reflexión. No bastan leyes para que este país 
recobre con rapidez la plena normalidad y con- 
fianza en el funcionamiento de sus instituciones. 
Incluso con leyes aparatosas como la que vamos a 
aprobar, es necesario que exista voluntad por 
parte del Ejecutivo en el cumplimiento de otras 
muchas tareas que son complementarias y sin las 
cuales la existencia de normas jurídicas no garan- 
tizará los propósitos que han animado a estas Cá- 
maras al conceder y al votar resueltamente esta 
ley, propósito que no es otro que el de recuperar 
rápidamente la normalidad política. En necesario 
que el Gobierno, además de confiar en el aparato 
punitivo que las Cámaras le otorgan, transmita, a 
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través del ejercicio de sus facultades, los impulsos 
y las energía democrática a todos aquellos que 
constitucionalmente deben obedecer al Gobier- 
no: funcionarios civiles y funcionarios militares. 

Es fundamental que el Gobierno, en segundo 
lugar, transmita energía y voluntad inequívoca- 
mente democráticas o todos aquéllos que son sus 
correligionarios y que tienen responsabilidades 
en las distintas escalas de la administración local, 
provincial, autonómica o preautonómica. 

En Último lugar, esa comente de voluntad de- 
mocrática debe de transmitirse al conjunto de la 
sociedad y al conjunto de las instituciones diseña- 
das por la Constitución. 

No han regateado las Cámaras jamás al Go- 
bierno instrumentos jurídicos para hacer frente a 
la lucha contra el terrorismo o a la lucha contra 
subversión armada. Sin embargo, hemos dicho 
cada vez que se ha entregado un instrumento así 
-y lo podemos volver a repetir hoy- que ade- 
más de la confianza a la fuerza coactiva del dere- 
cho hay que expandir la libertad. Hay un enorme 
margen de libertad que no ha sido usado en los 
meses anteriores, a lo largo de este tiempo ante- 
rior, y ese margen de libertad debe de llenarse con 
voluntad democrática, porque de lo contrario ese 
margen de libertad puede llenarse de voluntad 
autoritaria. Y aquí es donde encaja perfectamen- 
te lo que los compañeros han citado refiriéndose 
a Jiménez de Asúa: es real que no hay libertad 
contra la libertad. Pero el margen de. libertad 
debe de ser usado por el Gobierno para afirmar, 
para interiorizar en nuestra sociedad esos valores 
que son los que pretendemos defender con esta 
ley. El Gobierno la tiene; que la use democrática- 
mente; que se vuelva con rapidez a que esta socie- 
dad tenga plena confianza en el funcionamiento 
de sus instituciones, porque sus instituciones fun- 
cionan bien. A veces tenemos la sospecha o tene- 
mos la impresión de que la falta de voluntad es 
más de los gobernantes que del funcionamiento 
del resto de las instituciones. 

Sin tener ningún reparo al trabajo parlamenta- 
rio que se ha hecho, que ha sido un trabajo elabo- 
rado, de encuentro, de concertación -como se 
emplea en estos días-, que es un trabajo que ha 
sido realizado de manera seria, queremos sin em- 
bargo, que termine pronto la época de la consoli- 
dación de las instituciones, para empezar la épo- 
ca rigurosa de la resolución y de la solución de los 
problemas que, en el marco de las instituciones 
consolidadas, deben de abordarse y resolverse, 

aomo son los problemas económicos o de otra na- 
turaleza. Y ahí es donde de nuevo las institucio- 
nes democráticas deben de funcionar, lo que 
quiere decir que ahí es donde nosotros encajamos 
el proyecto de alternativa a este mismo Gobierno. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El senador Marco Ta- 
bar, por el Grupo de Unión de Centro Democrá- 
tico, tiene la palabra. 

El señor MARCO TABAR: Señor Presidente, 
señorías, al subir a este estrado he tenido tenta- 
ciones de hacer un análisis del proyecto de ley 
contemplando sus finalidades, objetivos, la nece- 
sidad de la misma, las modificaciones que aquí en 
el Senado hemos introducido; en fin, lo que nor- 
malmente se suele hacer al presentar un proyecto 
de ley en el turno de Portavoces. Pero SS. SS. me 
van a perdonar porque hoy concurre una circuns- 
tancia que yo en modo alguno quiero dejar pasar. 

Tengo que pedir perdón porque, el tono de mi 
intervención, normalmente, en temas relaciona- 
dos con los que hoy se tratan, tiene un carácter 
muy personal en razón de la propia vivencia que 
allí, en nuestro querido País Vasco, tenemos. 

Hoy día 13 de abril hace exactamente un año 
que un gran amigo mío de la infancia, comandan- 
te del Ejército español, jefe de la Policía Munici- 
pal de Vitoria siendo yo alcalde, fue asesinado. 
Yo pensaba hacer algo en relación con esto sin 
saber exactamente el qué, porque me niego a ad- 
mitir que este asesinato y tantos y tantos asesina- 
tos sean olvidados como una cifm más o como 
una estadística. Porque ETA sigue asesinando; 
asesinó ayer, anteayer, antes de ayer y casi diaria- 
mente. Y he pensado que nuestro debef consiste, 
pura y simplemente, en estos momentos y en es- 
tas circunstancias, en seguir cumpliendo precisa- 
mente con este deber de dar honor a nuestros 
muertos y dar a la Justicia los medios eficaces 
para luchar contra esta lacra. 

En nuestra provincia de Alava, nuestro escudo 
tiene un viejo lema que yo quisiera que pudiera 
servir también de frontispicio de esta ley: «En au- 
mento de la Justicia contra los malhechores». 

Esta ley es importante por todo lo que aqui se 
ha dicho; es importante par todo lo que se rela- 
ciona contra el terrorismo y contra el delito de re- 
belión, pero de mi personal vivencia me vais a 
permitir que yo resalte la importancia de esta ley 
como instrumento eficaz en la lucha contra el te- 
rrorismo. 
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Hay que decir que esta ley ha sido una ley pací- 
fica en su día, en su camino legislativo, porque 
todos los grupos teníamos muy clara la idea y 
muy clara la intención y en todos era coincidente. 
Y si la ley, señorías, ha sido pacífica y ha sido cla- 
ra la intención y la idea, creo que debemos de ser 
aquí tambien muy claros al expresar esta idea y al 
transmitir esta idea a nuestras gentes y a nuestro 
pueblo. 

Debemos decir, creo yo, a nuestra gente y a 
nuestro pueblo que con esta ley pretendemos aca- 
bar con esa burla constante de los comandos de 
información que, detenidos, entran en el Juzgado 
por una puerta y salen por la otra, porque los jue- 
ces carecen de medios eficaces legales en sus ma- 
nos. 

Debemos decirle tambien a nuestra gente y a 
nuestro pueblo que con esta ley queremos acabar 
con la desmoralización de nuestras Fuerzas de 
Seguridad ciudadana, hartas ya también de ver 
cómo estos comandos de información son inme- 
diatamente puestos en libertad precisamente des- 
pués de muchos sinsabores y de muchos esfuerzos 
y riesgos padecidos y no olvidando que estos co- 
mandos de información son la base necesaria e 
imprescindible para la ejecución de asesinatos 
posteriores. 

Y creo que debemos decirle a todo el pueblo 
español que con esta ley queremos acabar tam- 
bién -y hay que decirlo claramente- con esa 
burla pública y publicada de las noticias falsea- 
das, del comunicado terrorista publicado en me- 
dios de información, que queremos acabar con 
esas noticias falseadas, con el comentario tam- 
bién injustificable que pretende justificar lo que 
también es injustificable, que es el propio terro- 
rismo y su acción, el asesinato, el tiro en la nuca, 
el tiro de gracia, y, sobre todo, con esas notas que, 
posteriores a los asesinatos, aparecen contando 
fábulas, mentiras y falsedades, desprestigiando la 
memoria de las propias víctimas. 

Yo terminaría diciendo que ni yo ni nadie que- 
remos la venganza, aunque nuestro dolo; y el de 
otros muchos pida muchas veces venganza. Que- 
remos, simplemente, que la ley se aplique, como 
aquí se ha dicho; que se aplique esta ley con todo 
su peso. Y esto es así de simple, así de claro y así 
de sencillo, y así debe de ser transmitido a nuestra 
gente. 

Vetoa la  
totalidad 

El señor PRESIDENTE: Se ha formulado a 
este proyecto de ley un veto del Senador Rahola 

de Espona, que se corresponde con la enmienda 
número 4. Para su defensa, y por tiempo de diez 
minutos, tiene la palabra el Senador Rahola. 

El señor RAHOLA DE ESPONA: Señor Presi- 
dente, señoras y señores senadores, por varios 
motivos propongo a SS. SS. el veto y retorno al 
Congreso de los Diputados del proyecto que nos 
ha remitido de modificación y adición de deter- 
minados artículos del Código Penal y del de Justi- 
cia Militar. Estos deberían ser modificados lo me- 
nos posible y con una serenidad, cautela y razo- 
namiento extraordinarios, pues son los que pena- 
lizan la transgresión de la ley. Aquí es quizá don- 
de hay que ejercer la justicia con mayor equidad, 
pues debe haber una proporcion entre la magni- 
tud de los delitos y su penalización. 

Es de suponer que se ha propuesto la modifica- 
ción de estos artículos en trámite de urgencia por 
causas políticas. No es bueno establecer la norma 
de modificar el Código Penal y el deJusticia Mi- 
litar por motivos políticos o de Gobierno. Las 
Cortes Generales, que son las que ejercen la po- 
testad legislativa y aprueban las leyes, no debe- 
rían, por necesidades políticas y circunstanciales 
del Gobierno, modificar los Códigos Penales, in- 
fluyendo de esta manera en la administración de 
la justicia. 

Cuando se discutió la actual Constitución, 
UCD fue de los partidos que defendió la indepen- 
dencia del Poder Judicial. ¿Es que ha cambiado 
de criterio? 

Es normal que el Gobierno solicite a las Cortes 
la aprobación de leyes según las necesidades 
coyunturales; pero las Cámaras, como represen- 
tantes del pueblo y responsables ante el, deben 
analizar hasta qué punto las peticiones del Go- 
bierno van más allá de lo que el pueblo admite. 

Somos nosotros los responsables de las leyes 
aprobadas, somo nosotros los responsables que 
tendremos que dar cuenta a nuestros conciudada- 
nos de la aprobación o de la denegación de estas 
leyes; no el Gobierno. Y el pueblo hará responsa- 
ble a los que las hayan votado de las consecuen- 
cias de la aplicación de éstas, tanto si están como 
si no están en el Poder Ejecutivo. Los que voten a 
favor de estas leyes solicitadas para gobernar y 
debidas a las circunstancias es que tienen la con- 
fianza de que el Gobierno deberá hacer uso de 
ellas con equidad y espíritu de justicia. En reali- 
dad, es un voto de confianza. 
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He dicho que no es bueno que se modifique el 
Código Penal y el de Justicia Militar por motivos 
políticos o de Gobierno, porque éstos cambian, y 
lo hacen a veces con gran rapidez y estariamos 
manoseando continuamente los Códigos. 

Ahora tienen SS. SS. un ejemplo: las urgencias 
con que el Gobierno nos está bombardeando a las 
Cámaras para la aprobación de leyes que, según 
él. le son necesarias para gobernar. Protesto del 
abuso que está haciendo de este procedimiento 
que debería ser de excepción. De necesitar una 
ley que penalice más los delitos descritos en los 
artículos 2 14 y 2 17 del Código Penal y 290 y 29 1 
del Código de Justicia Militar debido a las cir- 
cunstancias del momento, estaría mejor proponer 
una ley especial y determinando el tiempo de su 
vigencia. Digo de necesitarse esta ley, porque ten- 
go mis dudas de que sea así. 

Estas leyes que hoy se solicita que se modifi- 
quen sabemos por propia experiencia lo represi- 
vas que fueron en otros regímenes, aplicadas por 
Gobiernos en los cuales había excelentisimos Mi- 
nistros que hoy están en el «banco azul». 

Si hemos llegado a esta situación de urgencia, 
de solicitud de más facultades al Poder Ejecutivo, 
es porque los Gobiernos de UCD -los Únicos 
que lo han ejercido desde el restablecimiento de 
la democracia- han utilizado mal los medios de 
que disponen. No es con promulgación de leyes 
con lo que se gobierna. sino interpretándolas ade- 
cuadamente y haciéndolas observar. Y, si esta- 
mos en esta situación, es porque se ha permitido 
que algunas minorías no cumpliesen las leyes. 

Se han aprobado muchas leyes y se ha goberna- 
do muy poco. Así. hemos aprobado unas para 
mitigar el paro y el paro aumenta; otras para el 
ahorro de energía, y no se ahorra suficientemen- 
te; una ley antiterrorista, y el terrorismo conti- 
núa, y así podría ir añadiendo ejemplos. Y ahora, 
esta modificación del Código Penal y del de Justi- 
cia Militar, que no sabemos si resolverá lo que 
tiene que resolver, y que, en mi opinión, en todo 
caso, y demostrada la necesidad, debería propo- 
nerse una ley especial y por un tiempo determi- 
nado de vigencia. 

Otro motivo de veto a estas modificaciones es 
que restringen y reprimen la libertad de expresar 
y difundir libremente los pensamientos, ideas y 
opiniones mediante la palabra, el escrito o cual- 
quier otro medio de reproducción que se recono- 
ce en la actual Constitución. Sin libertad de ex- 
presión no hay democracia, es una de sus piedras 

angulares. No se puede luchar por la democracia 
con armas antidemocráticas porque es su propia 
destrucción, va contra su propia esencia. Se ha 
dicho que se quería una democracia en un Estado 
fuerte. La única manera de que exista una demo- 
cracia fuerte es que todo el pueblo reconozca la 
autoridad y buen gobierno de los que dirijan la 
nación. La democracia de la estaca no existe. La 
autoridad es reconocida por el buen hacer y saber 
o también por la fuerza; pero en este caso no hay 
democracia: es la autoridad reconocida a las dic- 
taduras o la del matón del pueblo. 

Es verdad que los tiempos son dificiles y hay 
que ser rigurosos y no dejar que se incumplan las 
leyes; pero se están pidiendo más penalizaciones, 
más poderes sin antes haber agotado todo lo que 
las leyes vigentes otorgan. Se ha sido muy severo 
aplicando todo el peso de la ley, rayando casi aún 
más allá, como en «Els Joglarw o en los militares 
de UMD y tantos otros; y, en otros casos, se ha 
aplicado con la máxima benevolencia, como en 
la Operación «Galaxia». 

Ya sé que el Gobierno no administra justicia, 
pero las modificaciones del Código Penal y del de 
Justicia Militar que se aprueben serán aplicadas 
por la misma Justicia que, en mi opinión, unas 
veces es muy benévola y otras muy rigurosa. 

Si hemos llegado a esta situación actual tan 
comprometida no ha sido por falta de leyes ni por 
culpa de la democracia; ha sido por un Gobierno 
que no ha sabido hacer cumplir las leyes a todos 
en la misma medida, porque no ha sabido admi- 
nistrar, porque no ha sabido obtener el reconoci- 
miento de autoridad por el pueblo y ejercerla so- 
bre los organismo públicos y administrativos. 

¿Cómo vamos a tener confianza en que las mo- 
dificaciones que nos solicitan de los Códigos se- 
rán aplicadas con la prudencia y el sentido de 
equidad que por su severidad requieren? ¿Serán 
aplicadas a todos con el mismo rasero? 

Quiero precisar que la propuesta de veto signi- 
fica asimismo mi personal oposición a todos los 
artículos del proyecto de ley y a las enmiendas 
presentadas. He expuesto los principales motivos 
por los que solicito de SS. SS. el veto a estas mo- 
dificaciones del Código Penal y del de Justicia 
Militar. Ya sé que el resultado será totalmente en 
contra, pero si hay democracia debe haber una 
oposión que no tenga miedo a exponer sus crite- 
rios y opiniones, 

Muchas gracias. 
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El señor PRESIDENTE: ¿Algún turno en con- 

Tiene la palabra el Senador Laborda, por el 
tra? (Pausa.) ¿Turno de portavoces? (Pausa.) 

Grupo Socialista del Senado. 

El señor LABORDA MARTIN: Señor Presi- 
dente, señoras y señores senadores, por un deber 
de cortesía parlamentaria con el compañero Ra- 
hola, quisiera hacer unas brevísimas puntualiza- 
ciones a su intervención, fundamentalmente para 
dejar claras algunas de las dudas que él ha mani- 
festado. 

Me parece que, en principio, la pretensión de 
veto, de devolver el texto al Congreso, ha tenido 
un carácter de exteriorización simbólica de no 
conformidad con el proyecto de ley, porque evi- 
dentemente devolver la ley al Congreso es un 
acto, diríamos, tan estéril como la presentación 
del veto en sí misma, ya que esta ley no es simple- 
mente la ley que el Gobierno ha presentado, ante 
la cual el señor Rahola ha expresado su protesta, 
sino que ésta es una ley modificada sustancial- 
mente por los grupos parlamentarios, hasta el 
punto de que en el Congreso mi grupo parlamen- 
tario introdujo, por ejemplo, todas las referencias 
al Código de Justicia Militar, y aquí, como ha po- 
didio contemplar S.S., ha habido modificaciones 
que aumentan fundamentalmente las garantías. 

Desde luego, creo que esta es una ley que ha 
encontrado un respaldo importante, y yo. quisiera 
señalar que, a veces, se entiende que aquellas 
leyes que precisamente encuentran las mayorías 
más amplias en las Cámaras parece que tienen la 
imagen de ser las menos democráticas de todas. 
Esto, quizá, se puede analizar en el contexto his- 
tórico en el que estamos viviendo. 

Quiero decir al Senador Rahola que, respetan- 
do su posicionamiento político, es precisamente 
en el ejercicio del derecho de oposición por lo 
que los socialistas hemos colaborado en la mejora 
y perfeccionamiento de esta ley, y desde luego, 
nuestra posición de oposición consiste no sola- 
mente en exigir al Gobierno sino en dotar a las 
instituciones, a la Judicatura, a los fiscales, de los 
instrumentos necesarios para que se ponga fin a 
determinados comportamientos delictivos. 

Por supuesto, existe y seguirá existiendo el 
control parlamentario, señor Rahola. Se ha he- 
cho por S.S. la aseveración de que votar a favor 
de esta ley era dar un voto de confianza al Go- 
bierno; no es tal. Nosotros confiamos en las insti- 
tuciones, confiamos en los Tribunales, confiamos 

en los fiscales y confiamos en la responsabilidad 
del Gobierno en lo que a él le compete en el ejer- 
cicio de la aplicación de esta ley. Y lo hacemos 
porque entendemos que una mala aplicación de 
esta ley no es que vaya a perjudicar a la oposi- 
ción; va a perjudicar radicalmente al sistema de- 
mocrático y, en esa misma medida, entendemos 
que sería el suicidio político tanto del Gobierno 
como de la oposición, es decir, del conjunto del 
régimen democrático. Se quiera o no, el Gobier- 
no está obligado -y ha sido la voluntad de las 
Cámaras- a aplicar la ley, de acuerdo con el 
marco constitucional. 

En cuanto a que la libertad de expresión esté en 
peligro, yo le puedo decir al senador Rahola que 
creemos, del estudio de la ley, de su elaboración y 
de las voluntades expresadas, que la libertad de 
expresión no está limitada en absoluto en la ley, 
lo que, evidentemente, la ley contempla es la po- 
sibilidad de aplicarla a aquellos que, en el ejerci- 
cio de una determinada libertad de expresión, es- 
tarían dispuestos a negarla, a suprimirla en el 
momento en que, gracias a sus escritos, pudiera 
triunfar un determinado movimiento de signo 
político; esta ley pretende elevarse contra esa uti- 
lización bastarda de la libertad. Porque se eleva y 
se equilibra la persecución de los delitos, tanto 
del terrorismo como de la rebelión militar, es por 
lo que nosotros entendemos que esta es una bue- 
na ley para el sistema constitucional español. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El señor Galván Gon- 
zález, por el Grupo Parlamentario de UCD, tiene 
la palabra. 

El señor GALVAN GONZALEZ: Señor Presi- 
dente, señorías, me ha correspondido, en nombre 
de mi grupo parlamentario, oponerme al veto 
formulado a este proyecto de ley por el Senador 
señor Rahola. Y porque estamos en presencia de 
un veto, su enmienda -hoy elevada a voto parti- 
cular- ha consistido en solicitar que el proyecto 
sea devuelto al Congreso. Y lo motiva el no haber 
lugar a la modificación del Código Penal en la 
forma que se propone. 

Así simplemente motiva y justifica el enmen- 
dante señor Rahola este veto que ha defendido en 
el día de hoy. Y de esa motivación parece des- 
prenderse que él cree que debe mdificarse el Có- 
digo Penal y el Código de Justicia Militar, sí, pero 
no en esa forma. 
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El señor Rahola -porque esta enmienda no 
fue aceptada por la Ponencia- en la Comisión se 
limitó, simplemente, a decir que daba por repro- 
ducida la motivación de su enmienda, sin hacer 
defensa de ella, sin exponer a la Comisión nada 
en particular, dando lugar a que se produjera de 
hecho el voto unánime contra la enmienda. 

Pero hoy el sefior Rahola ha traído unos argu- 
mentos, y con ellos no ha desvirtuado en ninguna 
de sus partes el proyecto de ley que ocupa a esta 
Alta Cámara en el día de hoy. Porque, en definiti- 
va, lo que ha dicho es que tenemos que modificar 
los Códigos lo menos posible; que hace falta la in- 
dependencia judicial, que nosotros no negamos 
sino que, por el contrario, el proyecto de ley lo 
que hace es robustecerla, pues el proyecto de ley 
no es un proyecto para el Gobierno y para si, sino 
que es, precisamente, un proyecto para dar una 
función de justicia al Código; que el Gobierno 
bombardea a las Cámaras con proyectos de ley; 
que el Gobierno hace mal uso de las leyes que 
promulga; y que -y este es el único argumento 
que pudiera tener algún fundamente va contra 
la libertad de expresión. 
Y bien, se ha dicho en el día de hoy que la li- 

bertad no es para destruir la libertad, y que cuan- 
do la libertad, la Constitución y la democracia es- 
tán vilmente atacadas, la ley tiene que proteger la 
libertad, la ley tiene que proteger la democracia y 
.la ley tiene que proteger la Constitución. 

A mi me parece que, en efecto, como ha dicho 
el señor'Martin Villa, existen en los Códigos Pe- 
nales lagunas que tenemos que completar. Pero a 
su vez también es cierto -y esto constituye en 
principio un fundamento del proyecto de ley- 
que en el país tenemos una ola tremenda de terro- 
rismo, que despiadadamente siega la vida de tan- 
tos compatriotas, y que tenemos también cercana 
la incomprensible actitud de ciertos hombres que 
son capaces de producir el vergonzoso espectácu- 
lo del 23 de febrero. 

Y es verdad que esto ha podido dar lugar en 
cierta forma, con independencia de esa laguna le- 
gal, que tienen los Códigos a la urgencia de esta 
ley que, en definitiva, va a proteger nuestras li- 
bertades, va a proteger nuestra Constitución. 

Ha estado, está en peligro y necesita protección 
la Constitución, la democracia, la libertad, la 
vida, los derechos de la persona humana, la segu- 
ridad, la normal convivencia, el trabajo, la vida 
familiar; todo esto está en peligro, necesita pro- 

tección, y todo eso trata de proteger y quiere pro- 
teger el proyecto de ley que nos ocupa. 

Todos los españoles piden a voces que resolva- 
mos esos graves problemas; quieren la normal 
convivencia; exigen la paz ciudadana y la defensa 
de la Constitución. Sabemos que los códigos tie- 
nen que responder a las exigencias de cada mo- 
mento histórico y, en este momento histórico, es 
absolutamente necesario modificar el Código Pe- 
nal y el Código de Justicia Militar, porque nos 
parece que es necesario modificar la legislación 
penal en una materia como la rebelión, definir 
quiéenes son rebeldes; la conspiración, la provo- 
cación y la realización de estos delitos y de, en de- 
finitiva, todos los que afectan a estas tremendas 
ofuscaciones contra la libertad, y tenemos que le- 
gislar con motivo de los grupos armados. 

En los años 1930 la incidencia de aquel mo- 
mento histórico dio lugar a promulgar la Ley de 
Defensa de la República. Se promulgó una ley 
ajena al Código Penal, pero, en definitiva, una ley 
que defendía la democracia, la libertad, los dere- 
chos de las personas, la organización del Estado; 
la Constitución, en una palabra. Ahora se ha op- 
tado por una vía orgánica que modifica el Código 
Penal y el de Justicia Militar, pero también de- 
fiende la Constitución, también defiende la liber- 
tad. Esta es una modificación especial que a mí 
me parece que respeta, que resuelve y que res- 
ponde a un momento histórico especial. 

Desde el punto de vista de estricto liberal pu- 
diera pensarse que algunas de las limitaciones 
que establece la ley pudieran ser inoportunas; 
pero la verdad es que hay veces que limitar la li- 
bertad es defender la libertad, y nos gustaría no 
tener que efectuar esta especial modificación. Lo 
que tenemos que desear es que llegue pronto el 
momento en que sea innecesaria en tanto en 
cuanto puede limitar en algo la libertad. Pueden, 
por tanto, establecerse limitaciones, pues limita- 
ciones tiene el hombre desde que acepta la socia- 
bilidad. Bendita sea esta modificación de los Có- 
digos que deseamos hacer si es para proteger la 
Constitución, la vida, la organización del Estado 
que deseamos que tenga las mayores prosperida- 
des y los mayores beneficios para con la Patria, y 
para con el pueblo español. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Acto seguido, y tal 
como dispone el artículo 90 de la Constitución, 
procede someter a votación esta propuesta de 
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veto que, para que prospere, necesita el voto fa- 
vorable de la mayoría absoluta de la Cámara, es 
decir de 108 señores senadores. (Pausa.) 

Efectuada la votación dio el siguiente resulta- 
do: votos a favor, cuatro: votos en contra, 146; 
abstenciones. cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la 
propuesta del veto del Senador Rahola. 

Se pasa al debate del articulado y sus votos par- 
ticulares. 

A ~ ~ I C U I O  1.0 El artículo 1 .O del dictamen, que hace referen- 
del dictamen 

artículos cia a los artículos 2 14 y 2 1 7 del Código Penal, no 
~ ~ ~ & ~ ~ ~ O  ha sido objeto de votos particulares. Procede, por 

P-0 tanto, someterlo directamente a votación. (Pau- 
sa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos a favor, 150; votos en contra, cuatro; 
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 1 .O del dictamen. 

Artículo 2.0 Al artículo 2 . O  del dictamen, que se refiere tam- 
del dictamen 

(art,culo bién a artículos del Código Penal, comienza por 
216 bis a existir un voto particular al texto que para el ar- 

del Cbdigo 
Penal tículo 2 16 bis a) del Código Penal propone la Co- 

misión. Se trata del voto particular del Grupo de 
Senadores Vascos que afecta al número 2 y postu- 
la su sustitución por dos apartados distintos. 

Por el Grupo Parlamentario de Senadores Vas- 
cos, para,la defensa del voto particular, tiene la 
palabra el señor Zavala y dispone de cinco minu- 
tos. 

El señor ZAVALA ALCIBAR: Señor Presi- 
dente, señoras y señores senadores, retiramos el 
voto particular al artículo 2 16 bis a) 2, y voy a de- 
fender, señor Presidente, los dos votos particula- 
res que restan. 

El señor PRESIDENTE: Perdón, señor Zavala, 
es preferible que los defienda en su momento 
oportuno, porque vamos a ir ordenando el deba- 
te. 

En consecuencia, entiendo que queda retirado 
el voto particular al artículo 2 16 bis a) 2. Ruego 
al señor senador que ocupe de nuevo su escaño. 

En ese caso, los artículos 2 16 bis a), 2 16 bis b) y 
174 bis a) del Código Penal quedan sin votos par- 
ticulares. 

¿Se pueden tratar conjuntamente? (Pausa. El 
señor Portabella Ra fols hace signos denegato- 
rios.) 

No se pueden someter a votación conjunta, por 
lo que me indica el señor Portabella. Por consi- 
guiente, se somete a votación el artículo 216 bis 
a) del Código Penal. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulia- 
do: votos a favor, 137: abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 2 16 bis a) del Código Penal con el texto 
propuesto en el dictamen. 

Se somete a votación, el artículo 2 16 bis b) del Artículo 2.0 
del dictamen 

(artíC u10 
216 bis b) Comienza la votación. (Pausa.) del C6digo 

Penal 

Código Penal, según el texto del dictamen. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos afavor, 137; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 2 16 bis b) del Código Penal. 

Pasamos al artículo 174 bis a) del Código Pe- Artículo 2.O 
del dicatamen 

nal. (artículo 
114 bis a). 
174 bis b) 

y 174 bis c) 
del C6digo 

Penal 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos a favor, 137; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
texto del artículo 174 bis a) del Código Penal, se- 
gún el dictamen de la Comisión. 

El señor ZAVALA ALCIBAR: Pido la palabra 
para una cuestión de orden. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el se- 
ñor Zavala. 

El señor ZAVALA ALCIBAR: Tengo presen- 
tado un voto particular al artículo 2 16 bis a) 3. 

El señor PRESIDENTE: Ese voto particular fi- 
guraba como un voto que afectaba al artículo 2 16 
bis a), que proponía sustituir un párrafo por dos. 
¿Es que lo mantiene el señor Zavala? 

El señor ZAVALA ALCIBAR: Sí, señor Presi- 
dente. 
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El señor PRESIDENTE: Podía haberlo dicho 
antes. 

El señor ZAVALA ALCIBAR: Creí que se vo- 
taba sólo el 2 16 bis a). 

El señor PRESIDENTE: Hemos hecho tres vo- 
taciones, que han sido suficientemente anuncia- 
das. En cualquier caso tiene derecho a defender- 
lo. Por consiguiente, se anula la votación relativa 
al artículo 2 16 bis a) del texto del dictamen. Se- 
ñor Zavala. puede pasar a la tribuna para defen- 
der su voto particular por un tiempo de cinco mi- 
nutos. 

El señor ZAVALA ALCIBAR: Voy a defender 
conjuntamente los votos particulares a los artícu- 
los 2 16 bis a) y 174 bis b). 

Al defender estos votos particulares nosotros 
tratamos, como ha expresado mi amigo y compa- 
ñero, señor Laborda. de colaborar para mejorar 
esta ley. A nuestro juicio es preocupante este ar- 
tículo 2 16 bis a) 3 porque puede llegar a atentar a 
la libertad de expresión de los medios de comuni- 
cación, y quizá, también, incidir en principios 
básicos y esenciales del Derecho Penal. 

Dicho artículo obliga al juez, una vez admitida 
la demanda presentada por el Ministerio Fiscal y 
a petición de aquél, a ordenar el cierre provisio- 
nal del medio de difusión y, si lo creyera proce- 
dente, a la ocupación de los instrumentos del de- 
lito. Hemos de tener muy en cuenta el momento 
procesal en que se ordena el cierre. Basta con la 
admisión de la querella, sin haber sido oído el 
querellado. 

A nuestro modo de ver, esto, y lo digo con todo 
el respeto, nos retrotrae a la Edad Media. Basta, 
pues, la simple admisión de la querella para que 
se le condene al querellado con el cierre de sus 
medios de difusión. Por consiguiente, al querella- 
do se le supone además culpable. Con esto se 
quebrantan los principios básicos y fundamenta- 
les del Derecho Penal cuales son que nadie puede 
ser condenado sin haber sido oído, y que toda 
persona es inocente mientras que no sea declara- 
da culpable por una sentencia dictada con las for- 
malidades legales. 

He mencionado antes la Edad Media y, sin em- 
bargo, ya en este país había leyes penales como la 
declaración de Alfonso XI, hecha en las Cortes de 
Valladolid de 1325, o el Fuero Viejo de Vizcaya 
de 1452, en los que se reconocen estos progresis- 

tas principios. Así la Declaración de Alfonso XI 
dice: «Tengo por bien en no mandar matar, ni li- 
siar, ni despachar, ni tomar a ninguna cosa sin ser 
antes oído e vencido por Fuero e por derecho)). El 
Fuero de Vizcaya dice: «Que habían por Fuero y 
establecido por ley que ni prestamero, ni merino, 
ni ejecutor alguno sea osado de prender a persona 
en la Tierra llana sin mandamiento del juez com- 
petente». 

Ambas disposiciones medievales establecen los 
principios de que nadie puede ser condenado ni 
tomado a ninguna cosa sin ser antes oído y de que 
el acusado es inocente mientras no sea declarado 
culpable por sentencia firme, como dice el Rey 
Alfonso XI, vencido por Fuero e por derecho. 

Como saben SS. SS. en aquella época predomi- 
naba el procedimiento inquisitivo de la presun- 
ción de que el acusado es culpable mientras no se 
pruebe lo contrario. Pues bien, hoy en día el ar- 
tículo 2 16 bis a) 3, del proyecto parte de un prin- 
cipio de culpabilidad del acusado. Como antes 
hemos dicho, se le toma una cosa sin ser oído. 
¿No es esto volver a la Edad Media? Es volver a la 
Edad Media, pero no precisamente a la Edad Me- 
dia de las Cortes de Valladolid de 1325 o del Fue- 
ro de Vizcaya de 1452, sino a la otra Edad Media, 
tenebrosa e inquietante. 

Como dice un ilustre miembro del Ministerio 
Fiscal comentando este proyecto de ley, se ha in- 
vertido el principio de presunción de culpabili- 
dad, lo que no concuerda con la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal ni con la Constitución. Pero 
puede darse también, además, el caso de que el 
querellado, a quien se le han cerrado los medios 
de difusión, resulte absuelto en la querella. En 
Este caso tal como se halla el proyecto de ley, el 
declarado inocente sufrirá los daños y perjuicios 
que haya podido experimentar por el cierre del 
medio de comunicación y por la ocupación de los 
supuestos instrumentos del delito, e incluso llegar 
i I  cierre definitivo del medio de comunicación a 
rausa de las pérdidas y daños experimentados por 
:1 cierre provisional. 

Por eso nosotros en nuestra enmienda decimos 
iue quien resulte absuelto sea indemnizado de 
10s daños y perjuicios que haya experimentado 
3or el cierre temporal del medio de comunica- 
:ión y la ocupación de los supuestos instrumen- 
os del delito. 

Voy a terminar. Nosotros partimos en nuestra 
mmienda de un Estado de Derecho fundado en la 
Zonstitución. Esta ley que ahora debatimos es 
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una ley excepcional y, como tal, su incidencia en 
la normativa general de la Constitución debe ser 
la menor posible. La defensa del Estado de Dere- 
cho, la defensa de la Constitución nos lleva, ex- 
cepcionalmente, a limitar determinadas liberta- 
des consagradas en la Constitución. Ello nos obli- 
ga a mantener una serie de garantías y de caucio- 
nes jurídicas propias de un Estado de Derecho, 
propias de la democracia, que hagan posible que 
la incidencia o la limitación de las libertades sea 
la menor posible. 

Esperamos de SS. SS., dado el carácter de esta 
Cámara, que los votos sean favorables a estas en- 
miendas. No hacemos otra cosa que defender 
unos principios, unos derechos humanos que ins- 
piran nuestra legislación penal, no desde ahora, 
sino, como hemos visto, desde hace mucho tiem- 
po; son muy antiguos. Seamos, pues, respetuosos 
y seamos fieles a la conciencia jurídica de nuestro 
pueblo. Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Respecto de los dos 
votos particulares conjuntamente defendidos por 
el Senador Zavala, que afectan al artículo 2 16 bis 
a), apartado 2 actual del dictamen de la Comi- 
sión, que ha reducido a dos apartados los primiti- 
vos tres apartados del mismo artículo en el texto 
del Congreso de los Diputados, y al artículo 174 
bis b) del Código Penal. ¿Turno a favor? (Pausa.) 
¿Turno en contra? (Pausa.) ¿Turno de portavo- 
ces? (Pausa.) 

Senadores Lizón y Galván González. 
El Senador Lizón tiene la palabra por el Grupo 

Parlamentario Socialista del Senado. 

El señor LIZON GINER: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores senadores, para anunciar que va- 
mos a votar en contra de la enmienda de los Sena- 
dores Vascos en cuanto al primer párrafo del 
apartado bis a) 3, y nos vamos a abstener en cuan- 
to al segundo párrafo. Por tanto, sirva esto ya, se- 
ñor Presidente ... 

El señor PRESIDENTE: No. El voto particular 
es absolutamente indivisible. En todo caso, será 
objeto de votación individualizada o separada el 
párrafo o texto del dictamen. 

El seiíor LIZON GINER: Entonces, en cuanto 
al primero, nos oponemos por varias razones, al- 
gunas puramente técnicas. Parece ser que uno de 
los razonamientos alegados es que no se da au- 

diencia al querellado una vez admitida la quere- 
lla previa a tomar el juez medidas preventivas, 
como es el cierre provisional. Esta no es una me- 
dida nada nueva, normalmente los procedimien- 
tos actuales se plantean así, además con el hecho 
de que es el Ministerio Fiscal el que presenta la 
querella. 

Actualmente, al presentar cualquier tipo de 
querella y solicitar el querellante una serie de me- 
didas, como puede ser la aportación previa de 
una documentación determinada, no es necesaria 
la audiencia previa del querellado, pues existe la 
posibilidad de su comparecencia, una vez admiti- 
da la querella y tomadas las medidas provisiona- 
les que solicitara el querellante, en este caso el 
Ministerio Fiscal, para producir su defensa o in- 
cluso para después recumr contra este auto acor- 
dando el cierre provisional. 

Así pues, desde el punto de vista procesal, no 
hay prácticamente ninguna innovación y, ade- 
más, dada la circunstancia de que es el Ministerio 
Público el que presenta la querella y dadas las ca- 
racterísticas especiales, el hecho de tomar medi- 
das provisionales, previa audiencia del querella- 
do, no trae consigo formalmente ninguna lesión 
para el mismo, que ya tendrá luego oportunidad 
de defenderse. 

En cuanto al segundo párrafo, nos vamos a abs- 
tener. Es una enmienda que el Grupo Socialista 
también presentó y después retiró, entre otras 
causas, por un hecho importante, y es que al in- 
troducir este segundo párrafo de forma parcial, 
resulta que nos encontramos ante'un caso típico 
de discriminación. Discriminación, porque vería- 
mos que los autores de este delito quedarían be- 
neficiados, mientras que en los demás delitos 
contemplados en el actual Código Penal no se es- 
tablece una exención favorable precisamente 
para los autores de estos. Este es un tema de refor- 
ma general del Código Penal. Nosotros defende- 
mos totalmente este principio, pero no para un 
determinado delito, sino para todos y cada uno de 
ellos, cuando una persona sufre el agravio de un 
procedimiento injusto que le perjudique. Esto lo 
mantendremos así de forma general cuando se 
haga la reforma del Código Penal, para que este 
principio sea aplicable a todos los demás delitos. 
Lo que en conciencia no podemos aceptar, y por 
eso nos vamos a abstener, es el hecho de una dis- 
criminación dentro del Código Penal. 

Es decir, el señor al que se le presenta querella 
por un delito de cualquier tipo que no ha cometi- 
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do y sufre un perjuicio no puede utilizar este pá- 
rrafo. mientras que el autor o posible autor que 
esté acusado de estos delitos, sí puede hacerlo. 
Ningún tipo de ley puede discriminar a los auto- 
res de un  delito en relación a los autores de otro, 
en el sentido de recibir un beneficio general, y 
precisamente por esta base discriminatoria, noso- 
tros queremos que en el Código Penal quede re- 
flejada esta norma de forma global para todos y 
cada uno de los delitos. Por eso no defendimos la 
enmienda. y es por este principio, porque noso- 
tros aceptamos esta igualdad de responsabilidad 
cuando alguien sufre un perjuicio determinado, 
por lo que nos vamos a abstener en la votación. 

El señor PRESIDENTE: El Senador Galván 
Gonzalez. por el Grupo de UCD, tiene la pala- 
bra. 

El señor GALVAN GONZALEZ: Señor Presi- 
dente. señorias. señor Ministro, necesariamente, 
nuestro grupo. en virtud de las razones que se ex- 
pusieron en la Comisión. va a votar en contra de 
las enmiendas presentadas a estos artículos 2 16 y 
174 bis. por el Grupo de Senadores Vascos. 

Con todos los respetos hacia los Senadores Vas- 
cos. a quienes tengo mis mayores afectos, siento 
decir que da la impresión de que no han leído de- 
tenidamente el articulo 2 16 bis. a), y precisamen- 
te por eso. porque no han hecho una lectura dete- 
nida. es por lo que han formulado estas enmien- 
das que han dado lugar a los votos particulares 
que ahora han defendido. 

Me parece necesario decir que el número 3 del 
artículo 2 16 bis. a), se refiere, en todo el conjunto 
del articulado. a la conspiración. proposición y 
provocación de los delitos de rebelión y de los re- 
beldes y a los delitos de apología de la rebelión 
militar y apología del terrorismo. De esta Última 
parte trata este párrafo del artículo 2 16, en virtud 
de una enmienda del Senador del Burgo. Y nos 
dice a su vez el artículo que las instalaciones, las 
maquinarias, los enseres que sean utilizados para 
estos delitos, deben constituir, y son instrumento 
del delito. 

Después, en el número 3, dice que admitida la 
querella, querella que tiene que ser presentada 
por el Ministerio Fiscal, el juez, a petición del fis- 
cal, ordenará el cierre provisional del medio de 
difusión y que, si lo cree procedente, acordará 
también la ocupación material de los instrumen- 
tos del delito. Ahora, frente a la claridad y a la 

postura absolutamente jurídica y técnica de este 
precepto, los senadores vascos en su enmienda 
número 2, quieren alterar esta primera parte del 
número 3, diciendo que el juez, previa audiencia 
del querellado, no ordenara el cierre, sino que po- 
drá ordenar el cierre; el cierre provisional del me- 
dio de difusión, y entonces, el señor Zavala nos 
ha dicho que el proyecto, a virtud de no aceptar 
estas enmiendas, está a la altura de la Edad Me- 
dia, porque vulnera el principio de derecho, de 
que nadie puede ser condenado sin ser oído. 
Yo le digo al señor Zavala que no hay vulnera- 

ción ninguna de la Edad Media, y que no estamos 
a la altura de la Edad Media, porque no se incum- 
ple la obligación de oír al denunciado, o al quere- 
Hado y, en su consecuencia, no hay vulneración 
de ese principio de derecho, pero además porque 
ese primer acuerdo del juez, a virtud del Ministe- 
rio Fiscal, no es una condena, sino una medida 
absolutamente preventiva, y el principio de dere- 
cho se refiere a la condena, a condenar sin ser 
oído. 

Pero es que además, señor Zavala, el juez va a 
oír al querellado, le va a oír inmediatamente, y le 
va a oír a virtud de lo que exige y preceptúa el pa- 
rrafo segundo del número 3 del artículo 2 16 bis, 
a), cuando nos dice nada menos que «dentro de 
los tres días siguientes a la adopción de las medi- 
das anteriores» (dentro de los tres días) «el juez, 
oído el Ministerio Fiscal y a la vista de las alega- 
ciones de las partes, ratificará o dejará sin efecto 
esas medidas». 

En su consecuencia, cumple exactamente la 
obligación de oír al querellado, cumple exacta- 
mente ese principio de no condenar sin ser oído 
y, en consecuencia, señor Zavala, no estamos de 
ninguna forma a la altura de la Edad Media. 
Los senadores vascos presentan en esta en- 

mienda número 2 una segunda parte, que se refie- 
re a la indemnización al querellado cuando sea 
absuelto. Esto, en principio, me parece justo, 
porque podría ser justo, pero está en total desa- 
cuerdo con el espíritu y la técnica del Código Pe- 
nal, porque nuestro Código Penal sólo establecía 
la posibilidad de indemnización en los casos del 
perjudicado, no del denunciado, sino del denun- 
ciante perjudicado, y además permite una posibi- 
lidad en los casos de revisión de la sentencia, pero 
no prevé la posibilidad de que una persona esté 
sujeta a un procedimiento penal, que sea absuelta 
y que sea indenmizada. 

No nos parece justo, como acaba de decir muy 
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bien el señor Lizón, que se establezca ahora esta 
posibilidad indemnizatoria en favor de personas 
que hacen apología de la rebelión militar, que ha- 
cen apología del terrorismo, que hacen y defien- 
den la rebelión, y que defienden a los rebeldes. 

Nos parece que esto es una excepción en favor 
de estos delincuentes y que otros delincuentes co- 
munes, vulgares delincuentes, no sean atendidos 
a virtud de este precepto. Ya vendrá el Código 
Penal a las Cortes, ya se estudiará de forma co- 
rrespondiente y en un plazo próximo -por lo 
menos así debe ser-, ya será estudiado por esta 
Cámara. 

El resto de la enmienda presentada al artículo 
174 bis, letra b) se refiere a las bandas armadas; a 
los que colaboren con las bandas armadas; a los 
que recaben y faciliten medios y procedimientos 
en favor de las bandas armadas. Cuando hablan 
de colaboración, los senadores vascos pretenden 
que se conceptúen sujetos a sanción penal única y 
exclusivamente los que colaboren directamente. 
Pero yo, utilizando el diccionario de la Real Aca- 
demia de la Lengua, he leído que colaboración es 
acción y efecto de colaborar, y que colaborar es 
trabajar con otra u otras personas, repito, trabajar 
con otra u otras personas, especialmente en obras 
del espíritu, pero, en definitiva, trabajar con otra 
u otras personas. 

Si la palabra simple y sencilla de colaborar es 
trabajar con un señor que pertenece a las bandas 
armadas, que funda bandas armadas, que organi- 
za bandas armadas, que planifica los delitos de las 
bandas armadas, que comete delitos en virtud de 
las bandas armadas; si colaborar con estos señores 
de las bandas armadas no es sufiente para que sea 
delito, yo les digo que lo que sobra aquí es el tér- 
mino «directa», porque es suficiente colaborar 
con estos señores delincuentes para que esos cola- 
boradores deban ser sancionados en virtud del 
Código Penal. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter a 
votación el voto particular del Grupo de Senado- 
res Vascos, que afecta, según el dictamen de la 
Comisión, al apartado 2 del artículo 2 16 bis a). 
Repito, al apartado 2 de actual texto del dicta- 
men de la Comisión. (El señor Laborda Martín 
hace gestos negativos) 

El voto particular es indivisible. Luego votare- 
mos separadamente los párrafos del apartado 2 

del texto del dictamen, pero ahora estamos vo- 
tando el voto particular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos a favor, siete; en contra, 144. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 
voto particular del Grupo de Senadores Vascos al 
actual apartado 2 del artículo 2 16 bis a) del Códi- 
go Penal. 

Pese a que pudiera haberse entendido votado el 
apartado 1 del artículo 216 bis a), sin embargo, 
para reconducir de nuevo la votación de todo el 
precepto, vamos a someter a votación el apartado 
1 del artículo 2 16 bis a), según el texto del dicta- 
men, que no ha sido objeto de enmiendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos a favor, 148: en contra, dos. 

EL señor PRESIDENTE: 'Queda aprobado el 
apartado 1 del artículo 2 16 bis a) del Código Pe- 
nal, según el texto del dictamen. 

Ahora corresponde poner a votación el aparta- 
do 2 del artículo 2 16 bis a) del texto del dictamen, 
que tiene dos párrafos, y según he creído entender 
por la intervención del Senador Lizón, confirma- 
da por los gestos del Senador Laborda, se trata de 
votar separadamente los dos párrafos. 

El Senador Laborda tiene la palabra. 

El señor LABORDA MARTIN Creo que ha 
habido un error por nuestra parte, seguramente, 
lo que nosotros pretendíamos era votar separada- 
mente el voto particular del Grupo de Senadores 
Vascos. 

El señor PRESIDENTE: Le dije al Senador Li- 
zón, y lo he reptido después, que el voto particu- 
lar es indivisible y que lo que puede ser dividido y 
votado por separado son los párrafos del texto del 
dictamen. 

El señor LABORDA MARTIN: Entonces, por 
nuestra parte no es necesario. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna petición de 

Se somete a votación el apartado 2 del artículo 
votación separada? (Pausa.) 

2 16 bis a) del texto del dictamen. 

do: votos a favor, 146; en contra, siete. 
Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
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El serlor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
apartado 2 del artículo 2 16 bis a) del Código Pe- 
nal. según el texto del dictamen. 

Se dan por válidas, puesto que no tuvieron nin- 
guna irregularidad, las votaciones anterioremente 
efectuadas de los artículos 2 16 bis a) y 174 bis a) 
del Código Penal. según el texto del dictamen. 

En el artículo 174 bis b) del mismo Código Pe- 
nal ha sido defendido el voto particular del Gru- 
po de Senadores Vascos correspondiente a la en- 
mienda número 3. Resta por debatir el voto parti- 
cular del Senador Portabella. enmienda número 
18. que afecta a la letra b) de este artículo. 

El Senador Portabella tiene la palabra. 

El señor PORTABELLA RAFOLS: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores senadores, quisiera 
-aunque el tiempo es brevísim- a la hora de 
defender este voto particular, manifestar que he 
sido uno de los senadores que ha mostrado su dis- 
conformidad con la ley a través del voto a favor 
del veto. Y lo he hecho porque creo que es expre- 
sión también necesaria en tanto en cuanto no se 
contradice. ni mucho menos, con actitudes políti- 
cas coherentes en relación, en este caso, a una si- 
tuación concreta. Y es bueno que desde la misma 
oposición surjan críticas o reflexiones de fondo, 
más de tipo ideológico que de pragmatismo polí- 
tico. que de ninguna manera deben contraponer- 
se y no se contraponen. 

Debo decir. por ejemplo, que en el fondo de 
todo esto subyace la idea de que la Constitución y 
las leyes vigentes son suficientes, y si no lo son es 
porque no ha habido la fuerza suficiente por par- 
te nuestra, de la oposición, ni suficiente voluntad, 
quizás, por parte del Gobierno, para la reforma y 
democratización de las estructuras del Estado. En 
el momento en que se quiere solucionar este pro- 
blema arbitrando figuras penales, es más grave 
aún cuando no se acepta la corresponsabilización 
de la oposición en las tareas de gobierno para uti- 
lizarla. Y digo y afirmo que el coste ideológico 
que significa para la oposición este voto positivo 
de dar al Gobierno unas leyes para que le sirvan 
de instrumento para salir al paso de una situación 
es un coste muy superior al que pueda pagar el 
partido o el grupo que apoya al Gobierno. 

Esto estriba precisamente en la medida en que 
es un voto que yo no discuto ni pongo en cues- 
tión, sino que intento llevar la voz de reflexión a 
niveles profundos, porque esto es una anomalía. 

Pensamos que este Gobierno, por sus limita- 

ciones, por su incapacidad, necesita del balón de 
oxígeno de la oposición, y se lo pide y se le da, 
pero no explica ni mucho menos la necesidad de 
arbitrar estas leyes excepcionales. 

Estando en contra, debo decir también que es 
voluntad mía intentar colaborar por lo menos en 
el perfeccionamiento de lo ya escrito y de la ley 
en curso. Y debo decir que precisamente en todo 
el recorrido que va desde el proyecto del Gobier- 
no hasta hoy, ha habido aportaciones positivas en 
la redacción, y que situaciones aberrantes, por lo 
menos se han traducido ya en un texto con una 
mediana categoría lógica. Y debo decir que la 
oposición y concretamente el Grupo Socialista 
ha tenido un papel importante, si no todo, por lo 
menos importante. 

Los trabajos parlamentarios han introducido 
mejoras y suprimido algunos graves defectos del 
proyecto del Gobierno. Se ha suprimido el origi- 
nano delito consistente en intentar modificar la 
Constitución por la fuerza o fuera de «los cauces 
legales», que creaba graves riesgos para las liber- 
tades y se ha integrado en los tradicionales de re- 
belión. Se ha incluido la rebelión militar en los 
delitos cuya apología lleva aparejada la medida 
de cierre de los medios de comunicación, de tal 
forma que la ley podrá ser útil contra el golpismo 
y sus apologistas. Se han introducido garantías en 
el procedimiento del cierre provisional que, fun- 
damentalmente, quebraba el automatismo que 
seguía a la admisión de la querella. Se ha introdu- 
cido también la posibilidad de recurso contra el 
cierre. Se han suprimido las referencias a las aso- 
ciaciones ilícitas que no sean grupos o bandas ar- 
madas, y otras cosas más; y hay que decirlo. 

Pero esto no es una razón que me impida man- 
tener que ésta es una situación anómala y que la 
Constitución y leyes vigentes eran suficientes. 

No ha habido la voluntad, o si ha habido la vo- 
luntad, no se ha podido realizar. Entonces cabe 
pensar si es que existe algún poder extramuros de 
este parlamento. 
Todo el peso de la responsabilidad de estas 

leyes que se arbitran caen absolutamente en este 
caso, a la hora de ejecutarlos, en manos del Go- 
bierno. 
Y paso a la defensa de la enmienda en este sen- 

tido de «colaborar». 

El señor PRESIDENTE: Para lo cual le queda 
un minuto, Senador Portabella. 
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El señor PORTABELLA RAFOLS: Serán dos 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Puede hacerlo, perc 
reconozca que por benevolencia. 

El señor PORTABELLA RAFOLS: Con su 
permiso, no voy a intentar hacer una defensa de 
la enmienda, sino sólo pedir que se me aclare poi 
qué esta enmienda no se introduce, porque no en- 
tiendo el contenido del artículo, como otras par- 
tes de esta ley, cuya confusión es monumental. 

Dice: «El apartado cuya supresión se propone 
constituye un supuesto de responsabilidad objeti- 
va.» Hace responder a una persona como si fuera 
autora de un delito con independencia de que 
realmente lo haya sido, con independencia de 
que esa persona haya querido producirlo e, inclu- 
so, con independencia de que haya podido prever 
que se podría producir. 

El apartado viola por ello el principio de cul- 
pabilidad, es decir, el principio que por el mismo 
rango constitucional que el principio de legali- 
dad, prohíbe castigar a alguien por un delito del 
que no es culpable. Esto es lo que hace este apar- 
tado: castigar al miembro de un comando infor- 
mativo como si fuera autor culpable de una 
muerte que se haya producido como consecuen- 
cia próxima o remota de un delito cometido por 
miembros de una banda armada, cuya realización 
haya sido favorecida por un miembro del coman- 
do informativo, y se le castiga sin necesidad de 
coniprobar si tuvo algo que ver con la muerte 
producida, sin necesidad de comprobar si sabía 
que se iba a producir. Pero es más, la barbaridad 
jurídica llega hasta el extremo de que se le castiga 
con la pena reservada al autor de un asesinato, in- 
cluso cuando no hay tal asesinato, por ejemplo, 
porque la muerte producida es simplemente un 
homicidio o una muerte por imprudencia en el 
tráfico. 

Se trata de un atavismo jurídico que no sólo 
viola la Constitución por infringir el principio de 
culpabilidad y de responsabilidad personal, sino 
que nos retrotrae a un lugar donde ni siquiera por 
causa del terrorismo estamos legitimados a llegar. 

Sinceramente, lo que pido es que se me expli- 
que la razón por la cual no sirve por lo menos la 
propuesta de supresión o la alternativa de susti- 
tuir «muerte de una o más personas» por «asesi- 
nato», no para solucionar el problema, pero por 
lo menos para intentar dejarlo en mejores condi- 
ciones. 

En todo caso, quedo a la espera de esta explica- 
ción, si es que es posible. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turnos a favor? 
(Pausa.) ¿Turno en contra? (Pausa.) ¿Turno de 
portavoces? (Pausa.) 

Tiene la palabra el Senador Lizón, por el Gru- 
po Socialista del Senado. 

El señor LIZON GINER: El colega Portabella 
ha dicho en cierta manera, en la breve defensa de 
su enmienda, que no entendía el por qué no se 
aceptaba la supresión de que se penara el que 
como consecuencia del delito ocumera la muerte 
de alguna persona. Está un poco obsesionado con 
el delito culposo; es decir, que sin la intencionali- 
dad y sin el dolo acompañando a la producción 
de la muerte de una determinada persona como 
consecuencia del delito, cómo podría esto mante- 
nerse en pie. Pero es que resulta que precisamen- 
te en la redacción se establece el principio de 
cómo y cuando, como consecuencia del delito. 

Es decir, que no es un hecho aislado del delito, 
separado del delito, sino que forma parte de este 
delito, luego el aspecto culposo no puede entrar 
en juego, porque precisamente se trata de algo 
que es como consecuencia de un delito doloso. 

Su preocupación estriba principalmente en si 
Dcurre algo ajeno, pero sería algo ajeno al propio 
delito, en cuyo caso no sería de aplicación este ar- 
tículo del Código. Me explico con más claridad 
para aquellos que no son juristas: si se produjera 
un accidente de automóvil, porque los que come- 
:en el delito conducen antes de cometerse el deli- 
:o, naturalmente, esto formaría parte de un delito 
:ulposo de ese accidente de automóvil. O sea, que 
a redacción es clara. Cuando se produce como 
:onsecuencia del delito, va unida al delito doloso 
a muerte de una persona, con lo cual sus inquie- 
udes creo que quedan aclaradas con mi interven- 
:ión. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
ienador Porta, del Grupo Parlamentario de 
JCD. 

El señor PORTA VILALTA: Desde luego, el 
h p o  de UCD, que represento, votará en contra 
le este voto particular presentado por el señor 
'ortabella. 

No resisto la tentación de referirme a una espe- 
ie de preámbulo que ha hecho el presentante de 
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este voto particular, en el que ha hablado nada 
menos que de un costo político, y creo que esta 
presentación, en una ley como la que hoy es obje- 
to de debate en esta Cámara, está fuera de lugar. 

Nosotros nos oponemos a la supresión de la 
agravación de la pena cuando, como consecuen- 
cia del delito. ocurra la muerte de una o varias 
personas. que es la frase que contiene la ley, y nos 
oponemos también a la petición alternativa que 
formula el Senador Portabella cuando pide que, 
de aceptarse esta agravación de la pena, por lo 
menos se sustituya la fiase de «muerte de una o 
varias personas» por la de «comisión de un  asesi- 
nato». 

A falta de más próximos amparos, el señor Se-' 
nador nos remite a los Tribunales Constituciona- 
les de Alemania Federal e Italia. 

El grupo de UCD de esta Cámara votará en 
contra. no solamente en cuanto a su motivación 
principal. que es la supresión de esta agravación 
de pena cuando resulta muerte, sino también en 
cuanto a la propuesta alternativa de introducir el 
concepto de asesinato en vez del concepto más 
general de resultado de muerte. 

Entendimos en la Ponencia y en la Comisión, y 
seguimos entendiendo hoy, que la coherencia de 
la ley que se debate exige que el artículo que nos 
ocupa se apruebe conforme al texto de la Comi- 
sión. No desconocemos la antigua polémica sobre 
la responsabilidad objetiva o sobre la imposición 
de penas por los resultados del delito. Todo esto 
nos parece opinable en la serenidad esterilizada 
de la cátedra o en la conferencia divulgadora o en 
el artículo de una revista profesional, pero hoy, 
lamentablemente, no estamos en el caso de la 
pura discusión doctrinal. sino apremiados por el 
clamor de muchos familiares de muchas víctimas 
y por el ansia de convivencia pacífica de la in- 
mensa mayoría de españoles que votaron masiva- 
mente nuestra Constitución; y ante este clamor 
las matizaciones puramente doctrinales han de 
quedar para tiempos que deseamos más pacíficos 
y para situaciones políticas más consideradas y 
seguras. 

Por esta razón fundamental y por otras muchas 
razones complementarias que podrían darse y 
que estimo innecesarias para la formación de cri- 
terio por parte de SS. SS., Unión de Centro De- 
mocrático votará en contra del voto particular re- 
servado por el señor Portabella. 

El señor PRESIDENTE: Procede someter a vo- 
ación el voto particular que anteriormente de- 
h d i ó  el Senador Zavala en nombre del Grupo 
le Senadores Vascos, enmienda número 3 al pa- 
Srafo inicial del artículo 174 bis b) del Código Pe- 
lal. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resulta- 
do: Votos a favor, cinco: en contra, 11 7. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 
voto particular del Grupo de Senadores Vascos, 
enmienda número tres. 

Se somete a votación el voto particular del Se- 
nador Portabella Rafols, enmienda número 18, a 
la letra b) del artículo 174 bis b) del Código Pe- 
nal. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos a .favor, dos: en contra, 11 7; abstencio- 
nes. tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 
voto particular del Senador Portabella Rafols, en- 
mienda número 18. 

Se somete a votación el artículo 174 bis b) del 
Código Penal según el texto que propone el dicta- 
men de la Comisión. (Pausa.) 

Ejktuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos a ,hvor, 11 7: en contra, dos: abstencio- 
nes. tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
articulo 174 bis b) del Código Penal según el tex- 
to del dictamen de la Comisión. 

A continuación, sometemos a votación los ar- ~ i c u l o  
174 bis c) tículos 174 bis c) del Código Penal, todo el artícu- del C6dlgo 

lo tercero del dictamen, con la rectificación que arlFg13.' 
ahora haré en relación con el escrito presentado de;:d'zy 
por los portavoces de esta Cámara, y el artículo 
cuarto del dictamen -antiguo artículo tres- que del C4di~o 

no tienen votos particulares. 
¿Algún señor portavoz va a solicitar votación 

separada o se puede proceder al tratamiento con- 
junto según costumbre en la Cámara? (Pausa.) 
Mi pregunta no encuentra respuesta, luego no 
hay incoveniente on el tratamiento y votación 
conjunta de estos artículos sin votos particulares. 

¿Señor Unzueta, me tiene algo que decir? (Pau- 
sa.) 

articuio 
180 bis 

Penal 
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La rectificación que hay que hacer en relación 
con el artículo 160 bis del Código Penal, que 
constituye el artículo 3." nuevo del dictamen de 
la Comisión de Justicia de esta Cámara, tiene la 
siguiente redacción en sustitución de la que figura 
en el texto publicado en virtud del escrito, como 
digo, oportunamente presentado por cinco porta- 
voces de la Cámara que, sobradamente, represen- 
tan a la mayoría de la misma. 

Dice así el texto que va a ser el definitivo, una 
vez resulte aprobado: «Las mismas penas estable- 
cidas en los artículos anteriores de esta Sección 
para los que atentaren contra las Cortes Genera- 
les o el Consejo de Ministros de la Nación serán 
aplicados a quienes de igual modo lo hicieren 
contra las Asambleas legislativas de las Comuni- 
dades Autónomas, .los Consejos de Gobierno de 
las mismas o sus miembros». Palacio del Senado, 
a 13deabrilde 1981. 

Queda ilustrada la Cámara sobre el contenido 
de este artículo. (Pausa.) 

Se somete a votación conjuntamente el artículo 
174 bis c) del Código Penal, todo el artículo 3.O, 
que comprende el texto a que acabo de referirme 
-artículo 160 bis del Código Penal- y artículo 
4." del dictamen -antiguo 3.0. 

¿Hay asentimiento de la Cámara en su aproba- 
ción conjunta? (Pausa.) Veo que el Senador Por- 
tabella dice que no. (El señor Laborda Martin 
pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Laborda. 

El señor LABORDA MARTIN: Había un erro 
que no sé si se ha advertido porque, donde figura 
el artículo 290 bis debía figurar el artículo 291 
bis. 

El señor PRESIDENTE: Lo advirtió el presen- 
tador del dictamen. 

El señor LABORDA MARTIN: Gracias. 

El señor PRESIDENTE: En ese caso, se somete 
a votación el artículo 174 bis c) del Código, según 
el dictamen de la Comisión. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos a favor, 121; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado e 
artículo 174 bis c) del Código Penal, según el tex. 
to del dictamen de la Comisión. 

Se somete a votación el artículo 3.0 del dicta- 
men que se refiere al artículo 160 bis del Código 
Penal, con la redacción a la que acabo de dar lec- 
tura. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos a favor, 121; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Aprobado el artículo 
3.0 del dictamen de la Comisión que se refiere al 
artículo 160 bis del Código Penal. 

Artículo 4." del dictamen, antiguo artículo 3 . O ,  Articulo 4 . O  

del dictamen que se refiere a los artículos 290, 29 1, 29 1 bis y articulo 290. 
291, 291 bis 

y 538 bis 
del Código 
de Justicia 

Militar 

538 bis del Código de Justicia Militar. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos a favor, 123; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 4." del dictamen. 

Disposición adicional; voto particular del Se- Disposici6n 

nador Portabella Rafols en correspendencia con del dictamen 

su enmienda número 17, por la que postula la su- 
presión de esta adicional. 

adicional 

El Senador Portabella tiene la palabra. 

El señor PORTABELLA RAFOLS: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores senadores, telegráfica- 
mente voy a hacer una exposición en defensa de 
este voto particular. 

En primer lugar, mi voto particular es de su- 
presión porque esta disposición rompe con el 
juez natural, con el juez del lugar de comisión del 
delito. En segundo lugar, porque quiebra el prin- 
cipio constitucional de competencia del Tribunal 
Supremo de las Comunidades Autónomas por 
encima del cual sólo puede quedar el campo ju- 
risdiccional del Tribunal Supremo del Estado. 
No obstante, no es esta ley el lugar adecuado para 
una discusión a fondo del problema de ia Au- 
diencia Nacional; lo será en la Ley Orgánica del 
Poder judicial que se encuentra en tremitación en 
el Congreso. 

Quisiera hacer unas consideraciones en tomo a 
las motivaciones para pedir la supresión. Da la 
impresión de que buena parte de estas leyes se ar- 
bitran para intentar salir al paso legalmente, re- 
primiendo el golpismo y el terrorismo, quizá por 
una falta de voluntad política en la interpretación 
y aplicación de las leyes vigentes. Y si precisa- 
mente defiendo la unidad jurisdiccional, lo quie- 
ro expresar también dada la imposición crítica 
con el Poder judicial. 
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Creo que es fundamental la independencia y la 
objetividad de la aplicación de la justicia y creo 
firmemente en la unidad jurisdiccional, pero 
también es necesaria decir que ningún ámbito es 
tan impermeable a la crítica y tan penetrado de 
ideología como éste. Que los pretendidos agnosti- 
cismos culturales y politicos, la veneración por el 
precedente y la jerarquía establecidos siguen sien- 
do rasgos básicos. Todo un importante dispositi- 
vo de formas litúrgicas y sacramentales, opacidad 
y secreto. es lo que durante siglos ha caído sobre 
el ciudadano de a pie. Siempre ha sido un enorme 
aparato politico ideológico al servicio de la con- 
servación del «statu quo» y de la estabilidad so- 
cial y ha hecho que el momento técnico funda- 
mental de interpretación de la ley se haya dado 
en el estrecho marco fuertemente condicionante 
de todo un cúmulo de rutinas y prejuicios, no 
siempre en el pretendido espacio de la indepen- 
dencia judicial que todos deseamos. 
Es ya plenamente evidente que la independen- 

cia judicial no fluye desde el modo natural del 
medio orgánico, tal y como sería del todo desea- 
ble. y esto hay que decirlo. El llamado Poderju- 
dicial ha cumplido un cometido históricamente 
determinado. por lo general. al servicio de una in- 
teligencia de la ley que ha sido las mas de las ve- 
ces esencialmente conservadora, mas incluso que 
la ky misma. 

Una ley no basta ni es suficiente, ni la voluntad 
democrática del legislador, sino que cuenta mu- 
chísimo el talante politico de quien la interpreta 
y la aplica. Y es necesaria la voluntad política: o 
no hay voluntad política o &a no sirve. Por esta 
serie de consideraciones entiendo que las leyes vi- 
gentes eran suficientes, si hubieran sido aplica- 
das, o se aplicaran ya, interpretando el marco y el 
espíritu dc la Constitución. 

Por todas estas razones criticas que he expuesto 
en razón al Poder judicial, es por lo que me fea- 
firmo en la necesidad de respetar la unidad juris- 
diccional, porque hay que estar por su indepen- 
dencia, pero hay que estarlo tambitn a partir de 
ser objetivos en sus criticas, y creo que esto me da 
autoridad moral para pedir a la Cámara la supre- 
sión de esta adicional. 

Muchasgracias y disculpen la extensión. 

El '  señor PRESIDENTE: ¿Turnos a fiivor? 

iTumos en contra? Pausa.) 
¿Turno de portavoces? (Pausa.) 

(Pausa.) 

sólo pide la palabra el señor Porta, por UCD, 
luien la tiene. 

El señor PORTA VILALTA: Señor Presiden- 
.e, señoras y señores senadores, nuestro grupo se 
)pone a la admisión de este voto particular, como 
;e opuso a la admisión de la enmienda, porque la 
nodificación jurídica, a nuestro juicio, no tiene 

La creación de la Audiencia Nacional y de los 
luzgados centrales de Instrucción, por Real De- 
:reto-Ley número 111977, de 4 de enero, nada 
:iene que ver con la unidad de jurisdicción que 
preocupa al Senador señor Portabella. En el Con- 
311x0, por unos enmendantes, se tachó a la mo- 
lema Audiencia Nacional nada menos que de 
:entralista y de falta de tradición, con lo que los 
pioneros de la enmienda, hoy voto particular del 
señor Portabella, se alinearon en las filas de los 
más puros reaccionarios y continuistas. 

Pendientes de la Ley Orgánica del Poder judi- 
cial y las leyes de Enjuiciamiento Civil y Penal, a 
nuestro grupo se le antoja que las extraordinarias 
ramificaciones y conexiones características de los 
modernos delitos sujetos a la juhsdicción de la 
Audiencia Nacional, como son la falsificación de 
moneda, las defraudaciones, el tráfico de drogas, 
los fraudes alimentanos y farmacéuticos, la co- 
rrupción y la prostitución producidas por bandas 
o grupos organizados, y ahora el terrorismo y los 
delitos contra la Constitución, exigen junsdic- 
ción de ámbito nacional y aun Órganos suprana- 
cionales como es, por ejemplo, la Interpol. Con 
ello no se vulnera la unidad de jurisdicción, que 
anda por caminos distintos a los supuestos por el 
señor Portabella, sino que se limita a una juris- 
dicción más amplia que los estrechos e insufi- 
cientes límites de los partidos judiciales para lu- 
char con eficacia contra estas nuevas formas de 
delincuencia. 
De manera que no quiera ver el Senador señor 

Portabella segundas intenciones en esta atribu- 
ción a la Audiencia Nacional y a los Juzgados es- 
peciales de este tipo de delitos, porque la Audien- 
cia Nacional, nació para este tipo de delitos que 
tienen una enorme complejidad en el tiempo, en 
el lugar y en las personas. Y para estos delitos 
pensar en la estrechísima demarcación de los par- 
tidos judiciales nos parece un despropósito que 
nosotros, desde luego, no estamos dispuestos a se- 
guir. 

Por esto nos opondremos a este voto particular. 

m. 
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El señor PRESIDENTE: Se somete a votación 
el voto particular que defendió el señor Portabe- 
Ila a la Disposición adicional, interesando su su- 
presión. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resuita- 
do: votos afavor, cinco: en contra, 122: abstencio- 
nes, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 
voto particular del señor Portabella, enmienda 
número 17, a la Disposición adicional. 

Antes de someter a votación el texto que para 
esta Disposición adicional propone el dictamen 
de la Comisión, debo aclarar a SS. SS. que hay un 
error en la redacción publicada, que literalmente 
dice así: «La competencia para el conocimiento 
de los delitos comprendidos en los artículos 1 .O y 
2." de esta ley, corresponde a la Audiencia Nacio- 
nal y a los Juzgados Centrales.» Aquí se ha omiti- 
do una referencia al artículo 3." del dictamen, que 
afecta al Cógido Penal y que ha sido introducida 
de nuevo por esta Cámara. Por consiguiente, el 
texto que se va a someter a votación, como proce- 
dente del dictamen de la Comisión, dirá. «La 
competencia para el conocimiento de los delitos 
comprendidos en los artículos 1 .O, 2 .O y 3 .O de esta 
ley, corresponde a la Audiencia Nacional y a los 
Juzgados Centrales.» 

Se somete a votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resulta- 
do: votos a favor, 124; en contra, seis; abstencio- 
nes, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
texto de la Disposición adicional según el dicta- 
men de la Comisión, con la rectificación antes 
menciona&. 

Resta un voto particular del Senador Portabe- 
Ila, enmienda número 16, por la que solicita- la 
adición de una disposición nueva. 

Tiene la palabra el señor Portabella para de- 
fender su voto particular. 

El señor PORTABELLA RAFOLS Señor Pre- 
sidente, señorías, también brevemente. Esta pro- 
posición de añadir una nueva adicional, tiene por 
objeto llamar la atención acerca de la excepcio- 
nalidad de la ley y de que no se pretende prejuz- 
gar políticamente la elaboración de un nuevo Có- 

digo Penal, que ha de tener largos años de vigen- 
cia. 

La excepcionalidad de la ley, repito, es aún 
mas acentuada en lo referente a la medida caute- 
lar de cierre u ocupación provisional de los me- 
dios de comunicación, tanto por lo que supone 
materialmente para el clima en que se ha de ejer- 
citar la libertad de prensa, como, y fundamental- 
mente, por el papel activo que confiere al Go- 
bierno, a través de la mediación del Ministerio 
Fiscal. A un Estado democrático en condiciones 
de normalidad le debe ser ajena esta posibilidad 
de intervención inmediata del Gobierno en el 
ejercicio de la libertad de prensa. 

Por otra parte, la medida cautelar de carácter 
típicamente procesal tiene su lugar apropiado en 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
Y, para terminar, quiero hacer unas breves 

consideraciones en cuanto al sentido que pueda 
tener la temporalidad de una ley de prensa, que 
no debería de haber entrado nunca en trámite. Y 
no sirve que se diga, como se dice, que las nuevas 
medidas represivas están únicamente dirigidas 
contra determinadas categorías de personas, que 
éste no es argumento suficiente es claro, ni siquie- 
ra para supuestos excepcionales y específicos por 
las siguientes razones. 

Primera, porque no acaba de entenderse muy 
bien el que la democracia parlamentaria, con 
todo lo que implica, tenga que renunciar a su 
identidad para, paradójicamente, seguir existien- 
do, porque en este caso existe, pero no existiría ya 
de otra manera. 

Segunda, porque estas medidas y otros supues- 
tos excepcionales, en su indeterminación y posi- 
bilidad de aplicación al margen de todo efectivo 
control judicial, están prácticamente dirigidas 
contra todos y desde luego contra cualquier for- 
ma de disenso. 

Tercera, porque si la eficacia fuera un criterio 
de legitimación admisible sin más (que no lo es, 
salvo para quien el fin justifique los medios), tales 
dispositivos tendrían que ser ampliamente con- 
testados en vista del resultado. La legalidad ex- 
cepcional, con todo lo que supone, es bastante 
más eficaz como factor de progresiva disolución 
del sistema de garantías del Estado de Derecho 
que en su pretendida dimensión de arma frente a 
la subversión terrorista, ello sin contar que la 
misma tiene su causa no tanto en la necesidad de 
combatir aquellos fenómenos como en la insegu- 
ridad actual del Gobierno, que en su incapacidad 
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para hacer €rente a la crisis que le afecta se ve 
obligado a actuar por la vía del control social. 
Esta es la motivación Última y no otra de tantas 

medidas como, en definitiva, confluyen en el re- 
forzamiento de la capacidad del ejecutivo para 
incidir sobre la libertad de las personas sin sumi- 
sión a al& tipo de control. En esta linea de ten- 
dencia sc inscribe lo relativo ak nuevo papel del 
Ministerio Fiscal, directamente dependiente del 
Gobierno en la introducción del proceso penal. 
La excepcionalidad, y en este ámbito la aplica- 

ción represiva de las leyes, no se agota en el ejer- 
cicio fisico de la violencia. A eUa se añaden los 
mecanismos del temor, que son meornismos ma- 
teriales y que se refieren a la totalidad del Estado 
moderno, y esa totalidad está inscrita en la ley 
moderna de los dCdalos y los laberintos en que se 
materializa esta ley. Esto no es bueno, es malo. 
Los ciudadanos necesitan, hoy más que nunca, 

que el Parlamenta y el Gobierno les devuelvan la 
confianza perdida y los sentimientos de identidad 
como sercs adultos y racionales, mediante actos 
legislativos y ejecutivos de inequívoca significa- 
ción. La temporalidad de esta ley es para que, por 
lo menos en cuanto a su imagen, se señale su ca- 
rácter de excepcionalidad y se diferencien los dos 
aspectos fundamentales que invaden cata ley y, 
fundamentalmente, el que decta a la libertad de 
expresión. 

Por todo d o ,  solicito de esta Cámara la adrni- 
sióa de esta enmienda. 

Muchas gracias. 

El seilor PRESIDENTE ¿Turnos a favor? 

¿Tuniosen contra? (Pausa.) 
¿Turno de portavoces? (Pausa.) 
El Senador Porta, por el Grupo de UCD, tiene 

(Pausa.) 

la palabra. 

El señor PORTA VILALTA: Señor Presiden- 
te, señoras y señores senadores, séame permitido 
decir que si a la tercera va la vencida, he do confe- 
sar que la tercera intervención del Senador Porta- 
bella creo que me ha dado ya la clave del sentido 
de sus intervenciones. 
Yo diría que no estamos ante una Cámara Ie- 

gislativa pan el señor Portabella, sino que esta- 
mos en un Estado beatífico, casi en el limbo, to- 
talmente desligado y desvinculado de nuestra 
triste realidad circundante. El señor Portabella 
teoriza, teoriza y teoriza, como si se tratase de un 

ejercicio en un seminario o en una cátedra uni- 
versitaria. Pero, wíiores senadores, estamos ante 
una realidad no agradable; estamos a menos de 
dos meses de un golpismo que mantuvo retenido 
en una Cámara legislativa al Gobierno y a toda la 
Cámam de Diputados, y estamos sujetos, como 
ha dicho nuestro compañero Marco Tabar, a la 
presión incontenible y trágica de asesinatos, si no 
diarios si muchísimo más frecuentes de lo que 
puede aguantar cualquier penona medianamen te 
sensible. 

Por esto, porque no estamos en el limbo y por- 
que no estamos en ninguna región beatifica y des- 
vinculada de los problemas de cada día, nuestro 
grupo parlamentario votará en contra del voto 
particular del señor Portabella. 

El proponente de este voto particular admite la 
excepcionalidad de esta ley para hacer frente a los 
ataques que pueda sufrir nuestra reciente Consti- 
tución y para erradicar un fenómeno tan peligro- 
so y antisocial como es el terrorismo y pretende 
fijar límites a los dos tipos de delincuencia. La 
opinión de nuestro gnipo es más realista ante las 
conductas antisociales de los que, repetida y trá- 
gicamente, atentan contra la Constitución, tan re- 
cientemente refrendada por la inmensa mayoría 
del pueblo español, y contra la seguridad y la 
convivencia, con salvajes atentados que en Espa- 
ña, Italia, Inglaterra y tantos y tantos países crean 
un clima de desánimo, miedo y perturbación. 

Por ello, entendemos que su derogación o su 
integración en leyes sustantivas y adjetivas que 
han de promulgane ya se producirá en el mo- 
mento en el que el Gobierno y las Cortes Genera- 
les estimen conveniente y oportuno, sin necesi- 
dad de previsiones aventuradas y normas de futu- 
ro inciertas y de complicada interpretación. 

Por eso, entendemos que el texto aprobado por 
la Comisión es correcto, es coherente con la vo- 
luntad y con las motivaciones de la ley, y noso- 
tros votaremos de acuerdo con el texto de la Co- 
misión. 

El señor PRESIDENTE: En este caso no hay 
texto de la Comisión; es simplemente una adi- 
ción. 
Se somete a votación, el voto particular del Se- 

nador Portabella postulando la adición de una 
nueva Disposición adicional.' (Pausa.) 

Wituada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos a favor, cuatro; en contra, 131; absten- 
ciones, dos. 
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El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 
voto particular del señor Portabella, enmienda 
número 16. 

Dis~csiciOn Restan la disposición derogatoria y disposición 
derogatoria 

y diworici6n final, que no tienen votos particulares. Si no hay 
final de dicbmen inconveniente serán conjuntamente tratadas. 

(Pausa.) 
Se someten a votación ambas disposiciones se- 

gún el texto del dictamen de la Comisión. (Pau- 
sa.) 

Ekctuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos afavor, 136; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas la 
disposición derogatoria y disposición final, según 
el texto del dictamen de la Comisión. 

Concluido el debate, tal como dispone el ar- 
tículo 90 de la Constitución, se dará traslado de 
las enmiendas propuestas por el Senado al Con- 
greso de los Diputados para que éste se pronuncie 
sobre las mismas en forma previa a la sanción del 
texto definitivo por S .  M. el Rey. 

Les invito a atenderme durante un minuto 
nada más para dar noticia del calendario previs- 
to, a fin de que puedan SS. SS. tomar las medidas 
necesarias. 

El próximo día 22, miércoles, a las once, se 
reunirá la Comisión de Obras Públicas, Trans- 
portes y Urbanismo y algunas cosas más, porque 
esta Comisión es muy amplia, para una sesión in- 
formativa con el señor Ministro de Obras Públi- 
cas, y por la tarde lo hará de nuevo para dictami- 
nar el proyecto de ley de Controladores de la Cir- 
culación Aérea. 

También necesariamente en esa semana (ya lo 
dispondrá el Presidente de la Comisión, y será 
oportunamente notificado) se reunirá la Comi- 
sión de Economía y Hacienda para conocer del 
proyecto de ley que se refiere a los conciertos con 
el País Vasco. Uno y otros proyectos de ley deben 
ir al Pleno que ya anuncio tendrá lugar el próxi- 
mo día 28 de este mismo mes, con continuación 
el 29 y esperemos que no tenga que hacerse el 30. 

Se levanta la sesión. 
Erun lus ocho y wintc minirtos di> lu noclic. 
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